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INTRODUCCIÓN 

El ser humano es considerado un ser social por naturaleza, en tanto que su pleno 
desarrollo ocurre en el seno de una sociedad. Las personas tienden a organizarse en grupos 
sociales, influyendo así de forma directa en las cogniciones y conductas de una persona en 
función del contexto social en el que se encuentre en dicho momento. Kurt Lewin (1948) venía 
diciendo que “durante la mayor parte de su vida, la persona adulta no actúa puramente como 
un individuo sino como un miembro de un grupo social” por lo que, en este sentido, el ser 
humano actúa en base a unas normas establecidas socialmente que rigen la convivencia dentro 
de una misma cultura, para alcanzar así cierto grado de orden social.  

No obstante, que las personas se rijan por unas normas, valores y creencias comunes no 
viene a decir que todas ellas sigan las mismas, alcanzando así un grado irreal de convivencia. 
Son muchas las variables fuera de lo social que envuelven a una persona y que pueden llegar a 
influir en su adecuada adaptación a la realidad, por lo que no podemos únicamente encuadrar 
la perspectiva del estudio hacia el ámbito social. Es importante ampliar el campo de visión e 
incluir una perspectiva individualizada para comprender que existe una gran diversidad dentro 
de una sociedad, y que de esta forma las circunstancias para una persona no necesariamente 
serán las mismas que para otra. En este sentido, el único elemento compartido dentro del grupo 
social serían los valores y creencias comunes que rigen las pautas de comportamiento dentro 
del mismo. Sin embargo, puede ocurrir que una persona rompa con lo establecido y se llegue 
a desviar de la norma llevando a cabo un comportamiento considerado socialmente desviado. 
Cuando una persona adopta esta posición, pasa a ser considerada contraria a la normativa 
vigente y por ende, como potencialmente peligroso para el adecuado equilibrio social, llegando 
así a ser catalogado como delincuente. 

La delincuencia, entendida como un fenómeno social, tiene su origen desde los inicios 
de la sociedad continuando su presencia hasta la actualidad. Para poder ejercer un control social 
de estos comportamientos, entra en juego el papel de la prisión a través de la cual, aquella 
persona que comete un delito tipificado en nuestra legislación, concretamente en el Código 
Penal, queda a disposición del Estado para ser condenada a una pena privativa de libertad 
dentro de la misma, aunque no siempre ocurre así, pues existen más factores que se tendrán en 
cuenta y que quedan fuera de nuestro interés para la realización de este trabajo. De esta forma, 
podemos comprender la prisión como el establecimiento destinado a castigar a los delincuentes 
a través de la pena privativa de libertad con el fin de proteger a la sociedad de la comisión de 
nuevos actos delictivos así como de evitar la reincidencia, como establece la Organización de 
las Naciones Unidas (2015) en las regla número 4 de las Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para el Tratamiento de los Reclusos. 

En el momento en el que un delincuente entra en prisión, su contacto con el mundo 
exterior así como su entorno de origen pasa a ser mínimo, en ocasiones incluso nulo. Se trata 
de una nueva realidad paralela que dista significativamente de la vida cotidiana que podían 
haber vivido hasta entonces, pudiendo incluso llegar a olvidarse de todo el mundo que se 
encuentra fuera de las cuatro paredes que le rodean durante el encarcelamiento (Altamirano, 
2013). Hablamos de una situación donde la persona encarcelada es privada de su libertada a 
través de la entrada en prisión, estando presente mayoritariamente un clima caracterizado por 
el aislamiento, la falta de intimidad y privacidad, la vigilancia continuada, sentimientos de 
desconfianza y agresividad entre otros, y que en la mayoría de los casos ocupa un periodo de 
tiempo prolongado (Arroyo y Ortega, 2009). 
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Esta entrada en prisión obliga a los reclusos/as a comenzar un periodo de adaptación 
del nuevo clima al que se enfrentan. Este proceso, considerablemente complicado, puede 
derivar en una inadecuada adaptación, con repercusiones en la propia persona, tanto a nivel 
comportamental como psicológico. Para hacer referencia a este proceso de adaptación, muchos 
autores recurren al término de “prisionización”, acuñado por Clemmer (1958), haciendo 
referencia al proceso de aculturación o asimilación de la subcultura carcelaria.  

Una vez cumplido el tiempo de privación de libertad dentro de prisión, pues el 
ordenamiento jurídico español no contempla la cadena perpetua, la persona abandona el centro 
penitenciario para volver a reinsertarse socialmente y poder retomar su vida cotidiana. Sin 
embargo, los efectos que supone el encarcelamiento de una persona no terminan cuando 
finaliza el mismo. La prisionización provoca en consecuencia una serie de cambios en la propia 
persona que pueden actuar como obstáculos para su posterior adaptación a la realidad social. 
En este sentido, una persona que atraviesa un proceso de desadaptación a los patrones 
normativos de la sociedad para comenzar un proceso de adaptación a los nuevos elementos 
centrales en la subcultura carcelaria, va a presentar una gran dificultad para poder retornar a la 
comunidad. En definitiva, el propio encarcelamiento provoca efectos en la persona que 
actuarán como obstáculos para su posterior reinserción social, lo cual sería paradójico si 
contemplamos que el fin constitucional de la pena privativa de libertad reside en la 
rehabilitación y reinserción social.  

Este trabajo de Fin de Grado tiene como objetivo principal indagar acerca del impacto 
que produce la reclusión en prisión como pena en la población reclusa, siendo así la 
prisionización el foco central del estudio. Además, ratificar los distintos efectos que este 
proceso produce a nivel psicológico y social, mayoritariamente, y que pueden actuar como 
obstáculo en el proceso de reinserción una vez finalizado el periodo de encarcelamiento. Para 
ello, se recabará información acerca de las características generales y el modo de vida dentro 
de los centros penitenciarios pertenecientes al sistema penal español así como la influencia que 
estas condiciones pueden tener en la propia población reclusa, haciendo a su vez un uso de las 
estadísticas penitenciarias españolas. A través de todo ello se espera confirmar que las 
características que rodean a la institución penitenciaria van en contra del propio fin 
constitucional, el cual pone el foco en la rehabilitación y reinserción social, imposibilitando así 
el posterior retorno de la persona al entorno social de origen. 

Para la realización de este trabajo, se ha utilizado una metodología centrada 
principalmente en la búsqueda de información a través de distintos portales bibliográficos. En 
este sentido, se ha llevado a cabo una rigurosa lectura bibliográfica en Google Académico, 
Dialnet, idUS, Scielo, entre otros, acerca de una variedad de artículos científicos como ensayos 
y obras publicadas por distintos autores que tratan el tema principal. Además, también han sido 
incluidos en la búsqueda, varios trabajos de Fin de Grado como de Fin de Máster realizados 
por otros compañeros. Asimismo, se ha hecho uso de la biblioteca perteneciente a la 
Universidad Rey Juan Carlos para la retirada de diversos manuales relacionados con el Derecho 
Penal y el Derecho Penitenciario, a fin de aumentar la información en relación a la pena 
privativa de libertad y su fundamento legislativo.  

Para ello y, con el fin de encontrar aquellos que mejor se adecuasen a los objetivos del 
trabajo, se realizó una búsqueda en base a unos criterios de inclusión, teniéndose así en cuenta 
aquellos trabajos que tratan el recorrido de la prisión hasta la actualidad española como el 
impacto que supone la entrada en prisión para la población reclusa y los efectos que producen 
una vez finalizado el encarcelamiento. En todas estas investigaciones se encontraban presentes 
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palabras claves similares siendo estas: prisión, prisionización, reinserción social, sistema 
penitenciario, efectos, prevención.  

ANTECEDENTES Y MARCO TEÓRICO 

I. Recorrido histórico general de la institución carcelaria 

La delincuencia como fenómeno que atenta contra el orden social, ha estado presente 
desde tiempos inmemoriales, llegando incluso a integrarse dentro de los parámetros normativos 
como algo innato a la existencia de los grupos sociales. A fin de evitar que estos 
comportamientos socialmente desviados pudiesen vulnerar el bienestar social, la sociedad se 
ha visto forzada desde un primer momento a buscar distintos métodos punitivos que impidiesen 
el incremento de estas conductas. Sin embargo, la percepción de la delincuencia ha ido 
variando a lo largo del recorrido histórico, lo que ha llevado a que tampoco se mantengan 
estables dichos métodos empleados. Por ello, resulta imprescindible realizar un análisis 
sociohistórico del sistema penitenciario con el fin de explorar su evolución histórica y 
comprender así la relación con el fin resocializador regulado en nuestra actual legislación. 

En un primer momento y, previo a la existencia de la prisión como un lugar físico 
destinado a la reclusión social de las personas que cometían un acto contrario a la ley, las penas 
utilizadas para controlar los comportamientos desviados se mostraban en su forma más 
primitiva. En este sentido, hasta el siglo XVIII las penas se caracterizaron por mostrarse desde 
su carácter más deshumanizador, predominando así las penas corporales más caóticas y crueles, 
tales como torturas o mutilaciones (Fernández Abad, 2019). 

Antes de que las antiguas sociedades elaborasen unas estructuras estatales estables, el 
Estado no jugaba un papel activo en la represión del crimen por lo que, los ciudadanos se veían 
obligados a ejercer la justicia desde sus propias manos. En este periodo de la Edad Antigua, la 
retribución por los crímenes cometidos adoptaba la forma de venganza privada e individual, 
como primer antecedente histórico de la pena, en la cual los particulares o sus familiares 
empleaban la venganza a modo de defensa por el delito que había sido perpetrado contra ellos 
(Ruiz, 2020). No obstante, el desentendimiento del propio Estado frente a la necesidad de 
defender al pueblo implicaría que la legislación adoptaría una dirección similar. No existía 
ningún tipo de regulación legislativa respecto a estos métodos punitivos por lo que, aquellas 
personas que habían resultado ofendidas experimentaban una reacción desmesurada sin ningún 
tipo de control, derivando así en excesos de castigos que superaban el daño real causado. 

Ante este problema y, con la intención de evitar estos abusos de venganza privada, se 
hizo aplicable la Ley del Talión como una medida moderadora, recogida y definida en un 
extracto del precepto bíblico El Éxodo como “ojo por ojo, diente por diente” (Éxodo 21:23-25, 
Reina-Valera 1960). Esta ley no suponía el fin de la venganza individual sino, el fin del carácter 
desproporcionado entre el delito y la sanción penal. Sin embargo, a pesar de que esta medida 
fuese útil para su propio fin, el hecho de que el Estado no se hiciese responsable de castigar la 
delincuencia y fuesen los propios ciudadanos quienes ejecutasen la justicia, provocó una 
tendencia de desconfianza del pueblo ante los métodos punitivos empleados así como a los 
propios monarcas. 

Simultáneamente, en otras sociedades el castigo del crimen se concebía desde una 
perspectiva divina en cuanto que, el ofensor había cometido un acto contrario a los propios 
dioses, por lo que debía ser perseguido por ello. Esta etapa, en palabras de algunos autores 
como Rubio Hernández (2013), era conocida como la etapa de la venganza divina o teocrática, 
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a través de la cual se hacía uso de la venganza colectiva contra el autor del crimen a fin de 
reparar el daño hecho a los dioses y, recuperar así la protección de los mismos. 

En respuesta a la desconfianza que generaban estos métodos punitivos, comienza a 
adquirir protagonismo el carácter público de la pena como venganza, apareciendo así la 
venganza estatal. En este sentido, el ejercicio de la justicia traspasa a manos del Estado a través 
de distintos ciudadanos que se organizaban como representantes del pueblo ofendido. Esta 
nueva forma punitiva venía acompañada con un carácter exhibitorio, es decir, se realizaba una 
exposición en algún lugar de la ciudad donde se llevaban a cabo las penas a la vista de todo el 
pueblo. Como indica Ruiz (2020), esta exposición no únicamente servía para reafirmar el poder 
del monarca, el cual había sido desobedecido, sino que además, servía como método preventivo 
para la población al ser espectadores de lo que podría ser aplicado contra ellos si llegaban a 
delinquir en algún momento. 

No obstante, cabe destacar que este carácter público de las penas no supuso el fin de las 
penas corporales como había ocurrido hasta entonces. La pena se centraba en el cuerpo del reo, 
siendo así el fundamento de la misma la provocación del mayor daño posible pues, esto 
implicaría la restitución por haber desobedecido al monarca, siendo incluso utilizada 
frecuentemente la pena de muerte (Fraile, 1987).  

Adentrándonos profundamente en el periodo de tiempo que engloba a la Edad Media, 
se comienza a incluir la prisión dentro del catálogo de penas ante la comisión de un hecho 
delictivo, de forma conjunta a las penas pecuniarias y penas de galeras, entre otras (Checa 
Rivera, 2017). No obstante, durante este tiempo se contemplaba el uso de la prisión únicamente 
como un método de custodia hasta la llegada del juicio por lo que, no existía un edificio 
denominado prisión como tal, sino que se utilizaba cualquier espacio físico capacitado para 
poder ejercer un control de los presos y evitar cualquier posibilidad de fuga (Miquelarena, 
2013).  

Durante este periodo histórico la sociedad se vio sumergida en una serie de cambios en 
relación al estilo de vida. Ante estas novedades, aumentaron las conductas socialmente 
inadaptadas que trasgredían la norma, consecuencia de aquellos sectores de la sociedad que se 
vieron incapacitados para poder adaptarse a las nuevas condiciones del orden social pues, ya 
habían sido marginados del sistema anterior. Estas personas recurrían a la delincuencia para 
satisfacer sus propias necesidades de vida, derivando en que el propio Estado se viese incapaz 
de garantizar la seguridad de los ciudadanos. Así, como reseña Fraile (1987), los centros 
penitenciarios comenzaron a adquirir la forma de lugares con unas características denigrantes, 
quedando en segundo plano la salud de los presos, y siendo la principal preocupación retener 
al mayor número de presos para que no supusiesen un peligro para el desarrollo social.  

Este primer concepto de prisión fue evolucionando por todos los estados europeos a 
medida que avanzaba el tiempo, a la vez que se hacía eco entre la sociedad la necesidad de 
adoptar una perspectiva más humanizada de la pena. Así, en el siglo XVI tiene lugar la creación 
de las “Casas de Corrección” o “Casas de Trabajo”, donde los reos realizaban ciertas tareas 
durante el encarcelamiento, sin llegar a alcanzar un fin resocializador en sí mismo (Ruiz, 2020). 
De la mano de este periodo evolutivo, aparece en el siglo XVIII la “Casa de Corrección de San 
Miguel” en Roma, como el origen de los establecimientos penitenciarios modernos (Ruiz, 
2020). Se concibe como la primera edificación que se aproxima a la prisión en su configuración 
más cercana a la actividad resocializadora establecida en nuestro actual sistema penitenciario. 
Estas prisiones estaban destinadas al cumplimiento de la pena privativa de libertad a través de 
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un tratamiento educativo, formando así a los reclusos/as para poder recuperar su vida una vez 
abandonasen la prisión (Murase Fernández, 2016). 

Desde este periodo de tiempo de la Edad Moderna, comienza un proceso de transición 
hacia una nueva perspectiva más humanizada de la pena, abandonado aquellos métodos 
punitivos más brutales, los cuales se caracterizaban por ser castigos desproporcionados al acto 
criminal. Surge así una gestión más organizada para controlar la criminalidad y reformar a los 
propios presos, donde los Estados aumentan su papel en la represión del crimen, creando para 
ello instituciones específicas y destapando por primera vez la necesidad de involucrar a la 
legislación en el control de la delincuencia. Además, en este mismo marco, el fin que justifica 
la pena deja de orientarse hacia el propio castigo físico sobre el cuerpo del reo y, comienza a 
tomar una dirección hacia el fin resocializador y rehabilitador que se contempla actualmente 
(Ruiz, 2020). Esta nueva forma de percibir la delincuencia trajo a su vez una serie de mejoras 
en cuanto a las condiciones que envolvían a las prisiones, especialmente en relación a las 
aglomeraciones y al espacio asignado a cada preso durante el periodo de encarcelamiento. 

Durante el siglo XVIII hasta el siglo XIX comenzaron diversos movimientos de reforma 
penitenciaria, dando lugar al surgimiento de las instituciones penitenciarias modernas. La 
corriente filosófica predominante en esta época concebía la utilización de la pena como 
tratamiento reparador del reo a través de un reajuste moral, intelectual y jurídico para hacerle 
comprender la gravedad de su ilícito penal, evitando así que vuelva a delinquir a la vez que se 
protegía a la sociedad de ello (Miquelarena, 2013). Así, hasta el siglo pasado se experimentaron 
distintos sistemas de encarcelamiento a partir de esta nueva filosofía penitenciaria.  

En un primer momento, Jeremy Bentham establece el panóptico penitenciario en el 
siglo XVIII como un establecimiento donde retener y trabajar con los presos a través de una 
edificación central que permitía el control de las celdas, las cuales se encontraban formando 
una circunferencia de la misma sin que los presos fuesen conscientes de ellos (Ibáñez Moreno, 
2015). Estas celdas marcarían la diferencia por las características estructurales que 
presentaban, siendo así habitaciones inundadas por luz procedente de una serie de ventanas y, 
con unas condiciones de higiene que permitían la habitabilidad de las mismas. 

Por otro lado, autores como Murase Fernández (2016) exponen una serie de sistemas 
penitenciarios que actuaron como precursores de los sistemas penitenciarios actuales. En este 
sentido, destaca la implementación del sistema filadélico o celular en el siglo XIX por toda 
Europa, siendo este un modelo de aislamiento total, tanto por el día como la noche. Los 
reclusos/as no tenían ningún tipo de contacto con otros internos de forma que, una vez se 
reintegrasen a la sociedad, no podrían ser capaces de adaptarse al sistema social al haber estado 
aislados de cualquier interacción humana durante este periodo de pena. Similar al anterior, 
aparece en el siglo XIX el sistema de Auburn, modelo que también destacaba por su sistema 
de incomunicación y aislamiento. Se caracterizaba por un sistema de trabajo comunitario 
durante el día, donde los reclusos/as estaban en interacción con otros internos, lo que hubiese 
facilitado el trabajo de resocialización si no fuese por la prohibición de usar el habla. A su vez, 
también concebía un periodo de aislamiento en la propia celda una vez llegase la noche. 

Estos modelos supusieron un avance teórico en relación al fin resocializador de la pena 
y el abandono de la percepción del castigo como crueldad. No obstante, al ser llevados a la 
práctica no obtuvieron resultados exitosos pues, evitar la resocialización de los internos durante 
este periodo de cumplimiento de la pena daría como resultado un efecto de inadaptación una 
vez finalizase el mismo.  
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Como indica Miquelarena (2013) en palabras de Cesare Beccaria a través de su obra 
titulada “De los Delitos y de las Penas” (2002), era necesario expandir una crítica de los 
sistemas penales implementados en esta época a fin de llegar a la población en su totalidad. 
Por ello, propone un nuevo sistema basado en la prevención general y especial y, regulado a 
través de una serie de principios universales, siendo predominantes y necesarios los principios 
de racionalidad, legalidad, igualdad y proporcionalidad de las sanciones. 

Esta nueva reforma penitenciaria adquirió un gran protagonismo durante el siglo XX y 
XXI pues, supuso la incorporación al reglamento penitenciario de nuevas medidas no 
contempladas hasta entonces, así como el abandono de aquellas más crueles. Además de la 
entrada en vigor de los beneficios penitenciarios, uno de los hitos más significativos de este 
periodo fue la implementación del sistema de clasificación del coronel Manuel Montesinos 
(Checa Rivera, 2017). Este proyecto dividía el cumplimiento de la pena en tres frases, una 
primera fase de aislamiento celular, una segunda fase de trabajo donde el recluso/a debía elegir 
un oficio y, una última fase de libertad intermedia donde realizarían un trabajo diurno fuera de 
la prisión pero, regresarían a la misma por la noche (Checa Rivera, 2017). 

Además, con la redacción y aprobación de la Ley de Prisiones de 1849 (Ley de 
Prisiones, 1849), se regula la Dirección General de Prisiones como máximo órgano 
administrativo, siendo nombrada Victoria Kent Siano para ocupar dicho lugar en 1931. Durante 
su cargo, dedicó todos sus esfuerzos a luchar por conseguir una mejora en las condiciones de 
vida de los reclusos/as así como, la posibilidad de que pudiesen participar en labores y 
responsabilidades (Checa Rivera, 2017). En este sentido, lucho por difundir una imagen de la 
prisión desde un lugar donde readaptar al sujeto a la vida en el exterior y, no como un lugar de 
castigo. 

II. Las instituciones penitenciarias en la actualidad 

El sistema penitenciario español actual se concibe como el resultado de la evolución de 
la pena privativa de libertad, desde la utilización de aquellos métodos provistos de 
connotaciones deshumanizadoras empleados para la reforma del delincuente, hasta la 
sustitución de los mismos por la rehabilitación y terapia social como fundamento de la práctica 
penitenciaria (Cruz Castro, 2015).  

Este camino que venía emergiendo como una fuerza influyente en la sociedad durante 
el siglo XX hasta hoy en día, sirvió como origen para la redacción de varios preceptos legales 
que recogen una serie de principios y reglas, a fin de lograr una adecuada y eficaz organización 
penitenciaria para el tratamiento de los reclusos/as. En este sentido y, con la celebración del 
Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y tratamiento del 
Delincuente, se aprueban en 1955 las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos 
(Naciones Unidas, 2015), incluyendo a la población reclusa dentro de la defensa de los 
derechos humanos. En palabras de García Valdés (1974), la aprobación de estas reglas supuso 
la culminación de todos los esfuerzos empleados por alcanzar la reforma penitenciaria de la 
sanción penal pues, marcaría un punto de inflexión hacia el fin resocializador que tanto se había 
defendido hasta entonces. 

Posteriormente, en el año 2015, se profundiza en el desarrollo estas reglas dando lugar 
a las “Reglas Nelson Mandela” en defensa de los derechos de las personas privadas de libertad. 
Estas reglas sirvieron a los establecimientos penitenciarios de los distintos estados miembros 
como directrices para poner fin a los posibles abusos que pudiesen ocurrir dentro de la prisión 
durante el periodo de encarcelamiento. En este sentido, la mayoría de las medidas introducidas 
a través de estas reglas se enfocan en una mejora de las condiciones de habitabilidad dentro de 
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la prisión, tales como el acceso a una serie de servicios médicos y unas condiciones adecuadas 
de limpieza que cumplan con las normas de higiene. Por otro lado, se recogen una serie de 
principios que rigen el tratamiento reparador de los reclusos/as, siendo destacable la Regla 5, 
la cual recoge el principio de normalización social en tanto a que, obliga al régimen 
penitenciario a desarrollar la vida en prisión de forma similar a la vida en la sociedad libre, con 
la única limitación referente a la libertad ambulatoria (Naciones Unidas, 2015). O, la regla 89 
la cual recoge el principio de individualización del tratamiento, siendo así necesario adaptar 
las medidas de seguridad en función de la sanción penal (Naciones Unidas, 2015). 

Para abordar en profundidad todo aquello relativo al régimen de vida dentro del sistema 
penitenciario español, adquiere gran relevancia la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, 
General Penitenciaria (LO. 1/1979), desarrollada por el Real Decreto 190/1996, de 9 de 
febrero, por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario (RD. 190/1996), siendo así la norma 
más importante dentro del Derecho Penitenciario español al implementar un régimen de 
garantías jurídicas. La Ley Orgánica General Penitenciaria, en adelante LOGP, establece el 
cumplimiento de la pena privativa de libertad en base al principio de individualización 
científica, recogido en el artículo 72.1 el cual dispone que “las penas privativas de libertad se 
ejecutarán según el sistema de individualización científica, separado en grados, el últimos de 
los cuales será el de la libertad condicional…” (LO. 1/1979). La adopción de este modelo 
penitenciario supone el fin de otros modelos instaurados en Europa, como el sistema celular o 
el sistema de Auburn mencionados en el epígrafe anterior, siendo en gran parte consecuencia 
de la consideración del principio resocializador como fin primordial del tratamiento reparador, 
al tratarse de un trabajo de reeducación, readaptación y reinserción social del condenado 
(Zaffaroni, 1991). 

Este sistema penitenciario surge como un modelo individualizado que remarca los 
aspectos científicos del tratamiento, siendo así diseñado el tratamiento de los reclusos/as de 
forma individual. Tal y como establece el artículo 72.3. de la LOGP, “siempre que de la 
observación y clasificación correspondiente de un interno resulte estar en condiciones para 
ello, podrá ser situado inicialmente en grado superior, salvo el de libertad condicional, sin tener 
que pasar necesariamente por los que le preceden” (LO. 1/1979). Este artículo viene a decir 
que tras la entrada en prisión, cada penado puede ser clasificado dentro de cualquiera de los 
grados penitenciarios a excepción de la libertad condicional, sin necesidad de permanecer 
durante un mínimo periodo de tiempo en cada uno de ellos como condición indispensable para 
alcanzar la libertad condicional, como se venía recogiendo hasta entonces. No obstante, existe 
una restricción en la LOGP para aquellas penas superiores a 5 años, ante la posibilidad de ser 
clasificados inicialmente dentro del tercer grado, siendo así obligatorio el cumplimiento de la 
mitad de la pena impuesta por parte de estos penados. Esta periodo de tiempo es considerado 
por gran parte de la jurisdicción penitenciaria, tal y como indican Muñoz Conde y García Arán 
(2022), como el “periodo de seguridad”.  

De esta forma, la legislación prevé tres grados de clasificación inicial recogidos en los 
artículos 59 a 72 de la LOGP, a excepción de un cuarto grado considerado como la libertad 
condicional, siendo así a cada grado asignado un régimen de vida característico dentro de los 
establecimientos penitenciarios: un régimen cerrado para la clasificación en primer grado, un 
régimen ordinario para la clasificación en segundo grado y, un régimen abierto para la 
clasificación en tercer grado. 

Sin embargo, y vinculado a esta clasificación en grados, cabe destacar la entrada en 
vigor del principio de flexibilización en el ordenamiento jurídico, recogido en el artículo 100.2 
del Reglamento Penitenciario. Dicho precepto dispone “…un modelo de ejecución en el que 
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puedan combinarse aspectos característicos de cada uno de los mencionados grados, siempre y 
cuando dicha medida se fundamente en un programa específico de tratamiento que de otra 
forma no pueda ser ejecutado…” (RD. 190/1996), existiendo así la posibilidad de combinar los 
aspectos característicos de un régimen de vida concreto, distinto al régimen asignado en 
función del grado de clasificación inicial, fundamentando en todo momento por un programa 
de tratamiento específico. 

A continuación, vamos a adentrarnos en las particularidades de estos regímenes de vida, 
desde una perspectiva general, con la intención de comprender cómo pueden influir en el 
proceso de readaptación de los internos. Sin embargo, antes de ello, es relevante esclarecer las 
relaciones existentes entre los elementos que forman el sistema penitenciario y, que como 
consecuente, dan lugar a dicha clasificación en grados. En palabras de Murase Fernández 
(2016), la finalidad de la pena se fundamenta en el principio de reeducación y reinserción social 
con los reclusos/as, para lo que es fundamental aplicar el tratamiento penitenciario. Este 
tratamiento únicamente es posible a través de la clasificación en grados penitenciarios, siendo 
asignado a cada uno de ellos un régimen de vida concreto, el cual se lleva a cabo en los 
diferentes centros penitenciarios ubicados por todo el territorio nacional. 

1. Régimen de vida cerrado 

El régimen de cumplimiento cerrado se corresponde con la clasificación en primer 
grado, tal y como recoge el artículo 10 de la LOGP o el artículo 74.3 del Reglamento 
Penitenciario, para aquellos penados calificados de peligrosidad extrema o para casos de 
manifiesta inadaptación a los regímenes ordinarios, siendo de igual forma aplicable para 
aquellos internos preventivos que presenten las mismas conductas respecto de los 
establecimientos específicos para preventivos. No obstante, el mismo artículo 10 de la LOGP, 
recoge en su apartado tercero el tiempo de permanencia dentro de los centros destinados al 
cumplimiento de este régimen de vida, finalizando el mismo en el momento que se pueda 
determinar con objetividad la desaparición de aquellas circunstancias que llevaron al recluso/a 
a ser ingresado en ellos. 

En consonancia con los artículos anteriores, el Reglamento Penitenciario recoge la 
existencia de dos modalidades a través de las cuales, se puede llevar a cabo este régimen de 
vida. En un primer momento, según el artículo 91.2 de este precepto legal, serán destinados a 
“centros o módulos de régimen cerrado” aquellas personas clasificadas en primer grado o 
preventivas, que manifiesten una incapacidad para adaptarse al régimen de vida ordinario o 
abierto. Por otro lado, el artículo 91.3 recoge la existencia de los “departamentos especiales”, 
a los cuales serán destinados aquellas personas clasificadas en primer grado o preventivas, que 
hayan protagonizado algún altercado regimental grave, suponiendo un peligro para la vida de 
terceras personas, y en las que se evidencia una peligrosidad extrema. 

Ambas modalidades se caracterizan por unas condiciones de control y vigilancia 
extrema sobre los reclusos/as, así como una limitación de la actividad socializadora con otros 
reclusos/as, como recoge el artículo 10.3 de la LOGP. No obstante, en función del departamento 
asignado, se podrán observar una serie de particularidades. En este sentido, el artículo 94 del 
Reglamento Penitenciario regula una serie de actividades adscritas a los centros de régimen 
cerrado, permitiendo el disfrute de la compañía de otros internos a través de grupos, con una 
duración de mínimo 4 horas, así como la programación de distintas actividades culturales, 
deportivas, recreativas o formativas. Por otro lado, el artículo 93 del Reglamento Penitenciario 
regula las normas relativas a los departamentos especiales, siendo únicamente posible salir al 
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patio en compañía de otro interno y nunca superando este número de pareja, además se llevará 
a cabo diariamente un registro de la celda y un cacheo de los reclusos/as, entre otras. 

Cabe destacar que, una gran mayoría de la jurisdicción, quedando así recogido en el 
Real Decreto 419/2011, de 25 de marzo, por el que se modifica el Reglamento Penitenciario, 
aprobado por el Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero (RD. 419/2011), considera este 
régimen como un elemento de uso excepcional, al suponer la aplicación de una serie de 
limitaciones en la reinserción de los condenados, consecuencia de las extremas condiciones de 
vida (Fernández Bermejo, 2013). Asimismo, en caso de ser necesaria su utilización, deberá ser 
fundamentado y revisado en todo momento, a fin de respetar el carácter transitorio para el 
tratamiento reparador. Es por todo ello que, la decisión de adoptar este régimen quedará a 
manos de la Administración en base a una valoración objetiva y motivada de la peligrosidad 
criminal o penitenciaria de la persona, así como su inadaptación a los regímenes penitenciarios. 

2. Régimen de vida ordinario 

El régimen de vida ordinario se considera la regla general dentro de la clasificación 
penitenciaria, siendo así la mayoría de reclusos/as asignados a este, al fundamentarse en los 
principios de trabajo y formación, con una mirada hacia la reinserción de los internos (Checa 
Rivera, 2017). Este régimen se corresponde con una clasificación en segundo grado, tal y como 
recoge el artículo 74.1 del Reglamento Penitenciario, siendo así predominante para aquellos 
reclusos/as que presentan una correcta adaptación a las normas de convivencia social, sin 
embargo carecen aún de las garantías para vivir en un régimen de semi libertad.  

En consonancia con el artículo anterior, el artículo 76 del Reglamento Penitenciario 
establece en su primer apartado que “…los principios de seguridad, orden y disciplina tendrán 
su razón de ser y su límite en el logro de una convivencia ordenada” (RD. 190/1996), actuando 
como un intermediario entre el régimen cerrado y el régimen abierto. De esta forma, van 
disminuyendo las limitaciones a la libertad de los internos de forma escalonada, a fin de 
prepararlos para retornar a la sociedad y, adoptando una dirección hacia la semi libertad. 

3. Régimen de vida abierto 

En último lugar, el articulo 74 del Reglamento Penitenciario recoge, en su apartado 
segundo, la correspondencia entre el régimen de vida abierto y la clasificación penitenciaria en 
tercer grado, para aquellos penados que demuestren una adecuada capacidad de convivencia 
para continuar su tratamiento en un régimen de semilibertad. No obstante, para esta 
clasificación existen varias excepciones, como la regulada a través del artículo 36 de la actual 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal (LO. 10/1995), siendo así 
obligatorio el cumplimiento de la mitad de la pena en aquellos casos donde la pena privativa 
de libertad sea superior a cinco años o cuando se trate de alguno de los delitos enumerados en 
el apartado 2 de dicho artículo.  

Existen varias modalidades penitenciarias a través de las cuales, los penados pueden 
desarrollar este régimen de vida, como queda recogido en el artículo 80.1 del Reglamento 
Penitenciario. De esta forma, existen los “Centros abiertos o de inserción social” para aquellos 
reclusos/as clasificados en tercer grado penitenciario, las “Secciones abiertas” como 
establecimientos dependientes de un centro penitenciario polivalente y, las “Unidades 
Dependientes” como lugares residenciales situados fuera de los establecimientos penitenciarios 
pero dependientes de la Administración Penitenciaria. Todos estos centros potencian la 
inserción social positiva de los penados clasificados en tercer grado, basando dicha actividad 
en una serie de pilares fundamentales regulados en el artículo 83 del Reglamento Penitenciario: 
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“atenuación de las medidas de control, autorresponsabilidad, normalización social prevención 
para evitar la desestructuración social…” (RD. 190/1996). 

La particularidad de este régimen de vida penitenciaria radica especialmente en la 
preparación del interno para retornar a la comunidad, siendo beneficiarios de un mayor número 
de garantías penitenciarias. Así, el régimen abierto se caracteriza por lo dispuesto en los 
artículos 86 y 87 del Reglamento Penitenciario, permitiendo las salidas del establecimiento 
penitenciario, con la finalidad de desarrollar actividades formativas, sociales, u otras que 
tengan un efecto positivo en al reinserción de los mismos, así como salidas de fines de semana 
y días festivos, con la única condición de que vuelvan durante el periodo nocturno para dormir 
dentro del centro penitenciario. Con ello, se pretende que los reclusos/as vayan volviendo a 
entrar en contacto con los patrones normativos de la sociedad a través del trabajo diurno fuera 
del establecimiento y, se preparen para volver a retornar a los mismos. 

4. Libertad condicional 

Cabe destacar que, algunos autores como García Valdés (2020) consideran la existencia 
de un último grado dentro del sistema penitenciario, al que se puede acceder una vez cumplidos 
los requisitos mínimos generales recogidos en el artículo 90.1 del Código Penal: “que se 
encuentre clasificado en tercer grado, que haya extinguido las tres cuartas partes de la pena 
impuesta, que haya observado buena conducta y haya satisfecho la responsabilidad civil 
derivada” (LO. 10/1995). Cabe destacar que, la regla general no se aplica en todos los casos 
penitenciarios sino que, existen una variedad de excepciones para aplicar la libertad 
condicional sin haber cumplido los requisitos anteriores recogidas a lo largo del Código Penal, 
por lo que no vamos a entrar en detalle. 

Al haber pasado a ser considerada actualmente como una modalidad de suspensión del 
cumplimiento de la pena restante de interno, no existe un régimen de vida penitenciario 
concreto para este cuarto grado de clasificación. En palabras de Fernández Bermejo (2013), 
este periodo se concibe como una modalidad de sentencia que permite en sí mismo poner a 
prueba al recluso/a para poder vivir como un hombre en libertad, continuando su fase de 
ejecución. 

III. El fundamento de la norma penal 

La legislación española recurre al Derecho Penal, así como a otros mecanismos de 
control social, con el propósito de frenar y evitar la ocurrencia de conductas que puedan alterar 
el equilibrio social. De esta forma, el Estado se proclama titular del poder coercitivo conocido 
como “ius puniendi”, a través del cual se legitima para hacer uso de la pena frente a conductas 
socialmente desviadas (Mir Puig, 1991). 

En términos generales, son dos las corrientes existentes que se encuentran tras los fines 
de la pena. En un primer momento, hablamos de las teorías absolutas como aquellas que ponen 
el foco de atención en el por qué de la pena y, en consecuencia, en la retribución exigida por la 
comisión de un hecho desvalorado por el ordenamiento jurídico por lo que, no asume una 
finalidad para la pena como tal ya que únicamente se interesa en usar el castigo como 
equivalente al daño causado (Jaén Vallejo, 1998). Sin embargo, cabe destacar que estas teorías 
no consiguieron llegar a lo más profundo de nuestro Estado democrático, el cual pone el foco 
en la prevención del delito como objetivo principal para lograr proteger a la sociedad en su 
conjunto. Para hacer frente, entran en juego las teorías relativas las cuales defienden el para 
qué de la pena, siendo así un medio de prevención para evitar la reincidencia del delincuente y 
desincentivar a otros (Jaén Vallejo, 1998). Estas teorías no buscan causar un mal al delincuente 
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sino que, utilizan la pena como un instrumento para prevenir delitos futuros a través de la 
prevención general y la prevención especial, como aquel prevencionismo que orienta el sistema 
penal español. 

Algunos autores como Hernández Codina y Lovelle Iglesias (2019) hablan de una doble 
función penal, centrada por un lado en una prevención general dirigida al conjunto de la 
sociedad, utilizando la pena como amenaza para generar una conciencia de las sanciones 
asociadas a la misma y lograr así desalentar a los ciudadanos en la comisión de cualquier acto 
delictivo. Por otro lado, existe una prevención especial, centrada en aquellos sujetos que ya 
han cometido un hecho delictivo previamente para que no vuelvan a delinquir, pudiendo ser 
así a través de la reinserción social como prevención positiva, o a través del aislamiento como 
prevención negativa. 

Otros autores emplean términos distintos para hacer referencia de esta doble función 
del Derecho Penal, tales como Muñoz Conde y García Arán (2022), quienes hablan de una 
doble función protectora y motivadora para legitimar la pena y mantener el orden social. En 
este sentido, se habla de una función protectora en relación a la necesidad de mantener intactos 
los bienes jurídicos, entendidos estos como “los presupuestos que la persona necesita para su 
autorrealización y el desarrollo de su personalidad en la vida social” (Muñoz Conde y García 
Arán, 2022). Por otro lado, una función motivadora cuyo destinatario sería el conjunto de la 
sociedad, con tal finalidad de que el ser humano interiorice las normas jurídicas recogidas y 
sea consciente de las consecuencias negativas que desataría la realización de estas conductas 
socialmente desadaptadas. Esta función se encuadra dentro del ámbito social en cuanto a que, 
actúa como un mecanismo de socialización para que los individuos sean conscientes sobre 
algunos comportamientos que rompen la convivencia en comunidad. 

Sin embargo, cabe destacar la existencia de un conflicto entre estas teorías pues, ambas 
recibieron suficientes críticas como para no poder explicar por sí solas el fundamento de la 
pena. Es por ello por lo que, actualmente predomina una teoría unitaria basada en el 
eclecticismo, usando así varios argumentos para justificar el fin que defiende la pena. En 
palabras de Mir Puig (2011), únicamente se puede imponer una sanción penal a modo de 
retribución por el delito cometido, siendo además en todo momento proporcional al daño 
causado. Sin embargo, no se justifica el uso de la misma en causar el mismo daño al delincuente 
sino que, se abre paso a través de la prevención con el fin de proteger al conjunto de la sociedad 
y lograr mantener el equilibrio social.  

Este fin preventivo de la pena cobra de su significado total cuando se ubica tras el ideal 
de rehabilitación y reinserción de los condenados. De esta forma, la protección del orden social 
viene enlazada al planteamiento necesario de modificar la personalidad desviada del 
delincuente a través de, en palabras de Ferrajoli (1995), la denominada “ideología RE”, basada 
en la reeducación, readaptación y reinserción social del condenado. 

1. Artículo 25.2 CE 

Son varios los preceptos legales dentro del ordenamiento español que defienden la 
reeducación y reinserción social como orientación para la ejecución de las penas y medidas de 
seguridad. No obstante, cabría destacar de entre todos ellos, el principio constitucional 
recogido en el artículo 25.2 de la Constitución Española de 1978, siendo esta la norma suprema 
dentro del ordenamiento jurídico español. Este artículo dispone que: 

“Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la 
reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El 
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condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos 
fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados 
por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En 
todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes 
de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su 
personalidad” (Constitución Española, 1978, art. 25.2). 

Este precepto legal recoge principalmente el respeto a los derechos fundamentales de 
aquellas personas privadas de libertad, a excepción de los que se vean limitados como 
consecuencia de la propia pena. Asimismo, establece los objetivos que persigue el sistema 
penitenciario en nuestro país, predominando en todo momento la reeducación y reinserción 
social de estas personas, recogido también en el artículo 1 de la LOGP. 

En esta misma línea, las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos (2015) se 
suman a dicha legislación, recogiendo así el uso de las medidas privativas de libertad a fin de 
que el propio condenado sea sometido a un tratamiento social, pudiendo demostrar no 
únicamente su intención de respetar las normas sociales una vez termine el periodo de 
encarcelamiento, sino también la capacidad de poder llevarlo a cabo (Ruiz, 2020). 

La resocialización de los penados adquiere un carácter de especial relevancia, siendo 
considerado como un imperativo constitucional por lo que, debe ser respetado en todo 
momento (Cardenal Montraveta, 2015). Respaldado por ello, no habría cabida dentro del 
catálogo de penas de aquellas que fuesen incompatibles con la finalidad resocializadora, como 
ocurrió hasta el siglo XVIII con aquellas penas corporales que incluían la tortura o la pena de 
muerte. La utilización de la sanción penal privativa de libertad, finalmente se considera una 
sanción de limitación al derecho a la libertad de algunos condenados, sin que ello 
necesariamente implique la utilización de malos tratos a modo de retribución por el daño 
causado. No obstante, muchos establecimientos penitenciarios son conocedores teóricamente 
del ideal rehabilitador pero en la práctica, son muchos los casos registrados en los que ocurre 
que este ideal queda en un segundo plano, consecuencia de la percepción social de los 
condenados como personas peligrosas para el equilibrio social. 

En último lugar, tomando como referencia las teorías mencionadas anteriormente, la 
prevención especial positiva se enmarca dentro de este artículo. En este sentido, la Constitución 
Española impone la necesidad de priorizar esta función preventiva dirigida a que el delincuente 
no vuelva a delinquir, adquiriendo un papel protagonista en la orientación penal al juez, y 
siendo así secundaria la función preventiva general. Sin embargo, dentro de la doctrina 
penitenciaria existe un conflicto de argumentos en torno hasta el punto en el cual se podría 
considerar adecuado que una función prevalezca sobre la otra (Cardenal Montraveta, 2015). Si 
se pone el foco de atención en la protección de los ciudadanos, se reubica a un segundo plano 
los derechos de los condenados mientras que, ocurre de forma similar en el caso contrario. De 
forma resumida y en palabras de Mir Puig (2011), se debería tener en cuenta el momento de 
intervención penal en el que nos encontremos para determinar la relación existente entre ambos 
enfoques preventivos pues, en el momento que la especial se presente como incompatible con 
las necesidades generales de protección de la sociedad, esta debería retroceder. 
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LA PRISIONIZACIÓN Y SU IMPACTO EMOCIONAL 

I. Concepto de prisionización y asimilación de la subcultura carcelaria 

Tal y como hemos mencionado previamente, la entrada en prisión supone un encuentro 
entre el delincuente, el cual experimenta un aislamiento del mundo exterior, y un nuevo estilo 
de vida. La prisión se construye como una institución total que, además de restringir 
determinados derechos fundamentales de los individuos, también les obliga a adaptarse a un 
entorno completamente distinto respecto del medio del que procedían, y al que deberán de 
retornar una vez cumplido el periodo de encarcelamiento, lo que acaba teniendo un efecto 
completamente desocializador de este último (Martínez Barrachina, 2021). 

Esta realidad paralela de la que hablamos es lo que se denomina subcultura carcelaria, 
entendida por autores como Nieto García (2023) como el conjunto de creencias en relación a 
las normas y códigos de comportamientos que predominan dentro de los Establecimientos 
Penitenciarios y que, es compartido por la mayoría de los reclusos/as alejados de la sociedad, 
siendo significativamente diferentes a la cultura de la que son apartados. En palabras de 
Goffman (2001) en una de sus más recientes obra, los internos que entran en una institución 
total comienzan a reescribir culturalmente su propia persona, lo que necesariamente implica la 
pérdida de la cultura y dinámica asociada al exterior y que por ende, supone un obstáculo para 
acometer exitosamente una vida en su cotidiano previo al ingreso carcelario. Estas nuevas 
condiciones de vida obligan a la persona a comenzar un proceso de desculturación, a través del 
cual se desprenden de los comportamientos normativos y, comienzan una adaptación respecto 
de los nuevos patrones de comportamiento dentro de la prisión, no necesariamente de forma 
consciente. Sin embargo, esto no sería considerado como algo nocivo si no fuese por el 
abandono del ideal rehabilitador y resocializador desde la política criminal de nuestro sistema.  

Actualmente, la entrada en prisión supone un encierro de aquellas personas 
consideradas como “peligrosas”, convirtiéndose así este clima carcelario en un estilo de vida 
caracterizado por la dureza, basándose en una rutina de vigilancia extrema y de conflictividad. 
Además, el simple hecho de que estas personas sean percibidas como algo ajeno al propio 
sistema social, genera un efecto estigmatizante en ellos mismos que influye una vez que 
termina el periodo de encarcelamiento (Ruiz, 2020). De esta forma, la entrada en prisión no 
supone únicamente la privación del derecho a la libertad ambulatoria del condenado sino que, 
implica una multitud de efectos perjudiciales para la sociabilidad del mismo, especialmente 
por estas duras condiciones a las que hacen frente y que acaban influyendo en su propia 
personalidad. Los reclusos/as acaban interiorizando el papel de internos/as que tienen dentro 
de la prisión y, acaban exteriorizándolo al mundo social una vez que salen de ella, lo que acaba 
teniendo efectos negativos en el propio proceso de reinserción social (Ruiz, 2020). 

Para definir este proceso, Clemmer (1958) fue el primero que acuñó el concepto de 
prisionización como la asimilación de todo aquello que envuelve a la subcultura carcelaria. 
Este autor defiende la existencia de una relación directa entre el periodo de tiempo que la 
persona es privada de libertad y la adaptación al entorno carcelario, de forma que, a mayor 
tiempo de encarcelamiento, mayor será la prisionización.  

Tras esta percepción de la prisionización como un proceso lineal, son muchos los 
autores que se suman a aportar una definición de este mismo tomando como referente diversas 
perspectivas. De entre todos ellos, cabe destacar la aportación de Wheeler (1969), quien percibe 
la prisionización desde un modelo en forma de “U”, rechazando así la importancia de la 
duración de la condena y poniendo el foco de atención en el momento de la condena. Con esto, 
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Wheeler defiende que la subcultura carcelaria tendrá un menor poder de adhesión al inicio, al 
tratarse de la primera vez que entra en contacto con dichos patrones normativos y no haber 
tenido tiempo de profundizar en los mismos y, al final de la sanción penal, al encontrarse tan 
cerca del fin a la privación del derecho a la libertad y poder volver a reinsertarse al mundo 
exterior. 

Por otro lado, algunos autores hablan de un distinto poder influyente del entorno 
carcelario en función de la fase en la que nos encontremos. Echeverri Vera (2010) recalcan la 
existencia de dos etapas distintas dentro de la prisionización, una primera parte más superficial 
que engloba a un proceso no patológico protagonizado por la mayoría de la población reclusa, 
donde las personas cambian sus pautas comportamentales para adaptarlas a las nuevas normas 
que rigen la convivencia dentro de la prisión. Por otro lado, una prisionización más profunda 
o institucional, donde se interiorizan dichos valores subculturales hasta tal punto de que se 
expresan a través de diversos comportamientos, como se puede observar cuando los reclusos/as 
actúan bajo la norma no escrita de no delatar a otro.  

Otros autores, como recogen Arroyo y Ortega (2009), diferencian tres niveles de 
afectación dentro de la prisionización, teniendo cada uno de ellos sus respectivos efectos 
influyentes en las personas. Un primer nivel de inestabilidad emocional al ser el inicio de la 
toma de contacto con los valores carcelarios, un segundo nivel de mayor profundidad que acaba 
repercutiendo en el estado conductual y mental de las personas, llegando incluso a derivar en 
episodios de depresión y ansiedad, y un último nivel de deterioro mental caracterizado por la 
presencia de trastornos mentales graves, consecuencia de la dureza de las condiciones 
ambientales. 

Podríamos continuar citando las distintas aportaciones realizadas por una variedad de 
autores, sin embargo, la mayoría de ellas acabarían englobándose dentro del paradigma 
estructuralista, como ocurre con Clemmer y Wheeler. Al enfocar y comprender la 
prisionización como un fenómeno condicionado por la condena de prisión, se está dando una 
excesiva importancia al entorno carcelario, invisibilizando así la existencia de otras variables, 
como son los procesos subjetivos que ocurren en el interior del recluso/a (Romero Miranda, 
2019). En este sentido, existe una relación bidireccional entre el ser humano y el entorno, por 
lo que no se puede entender que únicamente es el entorno el que influye directamente sobre el 
ser humano, percibiendo así al mismo como un sujeto pasivo. Este último presenta una serie 
de variables individuales que influyen sobre el entorno, recalcando en este caso el poder de 
decisión, las cuales son determinantes para que ocurra un resultado u otro. Es por ello por lo 
que, el proceso de prisionización no afecta a dos individuos de forma similar, a pesar de que 
ambos se encuentren en el mismo momento de encarcelamiento. 

Independientemente del paradigma teórico que utilicemos para enfocar este concepto, 
su significado se ha mantenido estable mayoritariamente en todos ellos, entendiéndose en todo 
momento como el proceso de interiorización donde las personas privadas de libertad se adaptan 
a los patrones comportamentales que engloban al ambiente carcelario y, que distan de la 
realidad del mundo exterior del que han sido aislados. En relación a ello, podríamos definir el 
modelo resocializador como algo paradójico pues, se trata de enseñar a las personas que se 
desvían socialmente a vivir en sociedad, a través de la privación de libertad y del aislamiento 
social. Asimismo, el fin de la pena pone su foco principal en cambiar ciertos aspectos dentro 
de la configuración psicológica de la persona a través del paso por prisión, dejando en el olvido 
la estructura social que pudo haber empujado al mismo a adoptar conductas delictivas y que, 
permanecerá igual todo el tiempo del encarcelamiento e incluso, una vez el sujeto vuelva a la 
misma.  
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II. Efectos producidos por la estancia en prisión  

La estancia en prisión provoca una multitud de efectos entre la población reclusa, los 
cuales dan lugar a un gran cantidad de obstáculos que marcarán gravemente el posterior 
proceso de reinserción social de los individuos. En palabras de Clemmer (1958), el interno se 
ve sometido involuntariamente a un repertorio de cambios comportamentales, actitudinales y 
morales, los cuales acaban modificando la personalidad del mismo, llegando incluso a 
imposibilitar el posterior retorno a la comunidad social.  

No obstante, aunque se vaya a adoptar un enfoque general para hablar de estos efectos, 
existen una serie de variables individuales en la propia persona que son determinantes para 
generar un mayor nivel de vulnerabilidad a sufrir una mayor victimización (Rodríguez López, 
2019). En este sentido, hablamos de unas características individuales previas, comunes entre 
la población reclusa, que actúan como factores de riesgo y que probablemente agravarán los 
efectos nocivos del paso por prisión en los internos, aunque no necesariamente será así con 
todos los individuos que encajen en estos perfiles. 

Son muchos los factores de riesgo que pueden destacarse como los causantes de que la 
persona se encuentre en una situación de mayor vulnerabilidad frente al entorno carcelario y, 
por ende acabe aceptando el rol de interno dentro de un grupo subordinado. Algunos de los 
más destacables serían, en primer lugar el consumo de drogas u otras sustancias adictivas, de 
forma previa al ingreso a prisión ya que, el propio abuso de sustancias genera una serie de 
consecuencias psicológicas, tales como la aparición de trastornos mentales o la propia 
despersonalización, donde la persona llega a perder el sentido del yo personal dentro del mundo 
(Florentini Castañeda, 2021). Por otro lado y en relación con el factor anterior, el diagnóstico 
de algún trastorno mental, derivado o no de un consumo incontrolado y abusivo de sustancias, 
ya sean previos al ingreso carcelario o adquiridos durante este periodo, también aumenta la 
situación de riesgo de los individuos. En este sentido, el impacto de la propia prisionización 
puede derivar en una alteración mental del individuo, donde el mismo comience a desarrollar 
episodios psicóticos o agresivos, incluso comportamientos autolíticos, adaptándose en ese 
sentido al ambiente conflictivo penitenciario (Correa López et al., 2022). En último lugar, 
también cabría destacar la ausencia de una red de apoyo social establecida, especialmente en 
el ámbito familiar. Tomando como referencia el estudio realizado por Ibàñez Roig y Pedorsa 
Bou (2018), los datos penitenciarios demuestran que el apoyo familiar durante el periodo de 
encarcelamiento, así como una vez finalizado el mismo, influye significativamente en que el 
propio interno lleve a cabo actitudes favorables en relación a la reinserción y reeducación, 
siendo considerada la familia como uno de los primeros y más importantes mecanismos de 
socialización en la vida de la persona.  

Asimismo, al igual que no todos los reclusos/as presentan unas características similares 
previas al ingreso, tampoco esta población es similar desde una perspectiva de género. Según 
los datos recogidos por la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias y el Ministerio de 
Interior a través de las Estadísticas Penitenciarias del último año (Ministerio del Interior, 2023), 
dentro de la población reclusa española únicamente un 7% representa a las mujeres condenadas 
a penas privativas de libertad, frente a un 93% que representa a los hombres penados. En este 
sentido, cabe destacar que los estudios llevados a cabo acerca del impacto que tiene el propio 
periodo de encarcelamiento entre la población reclusa, se encuentra principalmente enfocados 
hacia el colectivo masculino, asumiendo que no existen diferencias entre ambos y quedando 
en segundo lugar las características y necesidades de estas mujeres (Izco Rincón, 2019).  
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Una vez esclarecidas las diferencias existentes dentro de toda la población reclusa, 
volvemos a poner el foco de atención en la prisión como una institución total destinada a la 
exclusión social de aquellas personas privadas de libertad. Al tratarse de un lugar de encierro, 
los propios individuos que ingresan en esta son altamente vulnerables a una variedad de efectos 
negativos, consecuencia del brusco abandono del mundo social y la entrada a un entorno 
carcelario. Todo ello puede resultar contradictorio al fin resocializador y rehabilitador regulado 
en nuestra legislación como justificación para el tratamiento penitenciario, tal y como hemos 
abordado a lo largo de los epígrafes anteriores. Es decir, el propio encarcelamiento actúa como 
un factor incompatible a la función constitucional al causar una variedad de efectos limitadores 
de esta misma. Hernández Codina y Lovelle Iglesias (2019) adoptan una perspectiva crítica, 
en palabras de García Borés et al. (2015), al ser la prisión un lugar donde se pretende inculcar 
sociabilidad mientras que, actúa como un mecanismo de desconexión de todo vínculo social. 

A continuación, vamos a ahondar en los distintos efectos y cambios que se han ido 
mencionado y que pueden ocurrir dentro de la población reclusa al ingresar en prisión, 
especialmente desde un nivel psicológico y comunitario, los cuales serán graduables en función 
de las circunstancias personales y que tendrán un gran impacto en la posterior reinserción 
social. 

1. Efectos psicológicos 

La mayoría de la literatura penitenciaria considera el paso por prisión como una 
experiencia traumática en la vida de las personas, siendo así la adaptación a todo aquello que 
engloba a la misma de la mayor complejidad y dureza posible. Este proceso de adaptación 
genera una gran variedad de consecuencias, siendo de especial relevancia aquellas que afectan 
a un nivel psicológico ya que, son las que mayor repercusión tendrán en relación a la 
personalidad del interno. En este sentido, realizando una profunda revisión de la literatura 
acerca del impacto penitenciario, son varios los autores que recurren a la obra de Wheeler 
(2007) para dar cuenta de estos efectos psicológicos que se dan con mayor frecuencia dentro 
de este colectivo una vez entran en contacto con dicha institución total. 

En un primer lugar, una de las variables psicológicas que sufre un mayor impacto es el 
nivel de ansiedad, consecuencia de su significativo aumento, siendo así un porcentaje muy bajo 
de reclusos/as que no experimentan este fenómeno (Wheeler, 2007). Cabe destacar que, este 
aumento no ocurre necesariamente en el momento que el recluso/a da un paso dentro de la 
prisión, aunque sí será mayor en comparación con el periodo de libertad. En ocasiones, puede 
ocurrir que, una vez comenzado el proceso penal, el individuo se puede ir haciendo a la idea 
de que existe la posibilidad de tener que enfrentar una pena privativa de libertad, a pesar de 
que en este momento existe la vaga idea de poder defenderse.  

En aquellos casos donde la persona es objetivamente responsable del delito cometido, 
una vez es notificada de la pena privativa de libertad que ha de cumplir, comienza a aumentar 
gradualmente su nivel de ansiedad conforme van avanzando los días. No obstante, es en el 
momento que ingresa en prisión cuando se produce un incremento significativo al ser 
consciente de la nueva realidad paralela a la que va a tener que hacer frente. Esta ansiedad 
repercute directamente en la psicología de los individuos, llegando a exteriorizarse a través de 
una elevada tensión emocional (Rodríguez López, 2019).  

Aquello expuesto anteriormente no siempre ocurre de la misma forma pues, cada 
ingreso en prisión esconde detrás una serie de circunstancias que hacen de la misma un caso 
aislado e individual. De esta forma, no podemos equiparar la ansiedad que experimenta un 
individuo de 20 años, que acaba de ser condenado a su primera pena privativa de libertad, con 
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otro individuo que se encuentra en reincidencia. Algunos autores defienden la existencia de 
otra variable detrás de este fenómeno, de la cual depende en su gran mayoría la intensidad con 
la que aumenta el nivel de ansiedad de cada individuo, siendo este el grado de conocimiento 
del entorno penitenciario (Echeverri Vera, 2010). Esto podría explicar que, aquellas personas 
más jóvenes, las cuales son asociadas a una menor experiencia por su corta edad, por ende se 
asocian con mayor frecuencia a un elevado desconocimiento de la subcultura carcelaria, siendo 
las características que envuelven a este entorno desconocidas para los mismos. Por otro lado, 
aquellos individuos de mayor edad y, los cuales han tenido previos contactos con las 
características de este entorno, ya poseen cierto conocimiento sobre los patrones penitenciarios 
por lo que, su nivel de tensión emocional no es tan elevado como en el primer caso. 

En cualquiera de ambos casos, cabe destacar que este cambio que experimentan en el 
repertorio de sus propias emociones no se mantiene de forma estable durante todo el 
encarcelamiento penitenciario sino que, a medida que el individuo va cumpliendo los días de 
su condena y se va a adaptando a este nuevo entorno, los mismos van desvaneciendo 
progresivamente, sin llegar a desaparecer del todo. 

En cuanto a la imagen personal, el ingreso en prisión genera una serie de alteraciones 
en la propia imagen de los reclusos/as bajo el fenómeno de la despersonalización (Escaff et al., 
2013). Desde el momento en que una persona es condenada a una pena privativa de libertad, 
inmediatamente deja de ser considerada como un integrante más del sistema social para ser 
catalogado como otro recluso/a de entre los muchos otros que ya se encuentran dentro de la 
prisión. Una vez ocurre el ingreso en prisión, el individuo es asignado un número identificativo 
y una celda concreta de entre las muchas que conforman la prisión. Esta propia distinción 
dentro de la prisión aumenta la percepción grupal, a través de la cual el individuo se percibe a 
sí mismo como uno más dentro del grupo penitenciario, dificultando la propia 
individualización (Echeverri Vera, 2010). Es decir, el ser diferenciado a través de los 
mecanismos de identificación que diferencian al resto de reclusos/as, obliga a la persona a 
percibirse como uno más y adoptar internamente el rol de recluso/a, difuminando los límites 
que delimitan su personalidad y siendo así la única distinción en relación a los individuos que 
se encuentran en el mundo exterior, lo que no impide que los mismos busquen su propia 
diferenciación en cuanto al resto del colectivo penitenciario. 

En relación a este término, otros autores como Hernández Codina y Lovelle Iglesias 
(2019), hablan de un fenómeno de mortificación del yo para hacer referencia a la degradación 
sistemática de la propia persona, causada en primera instancia por el aislamiento social con el 
mundo exterior y la pérdida de ciertos derechos de los que gozaría una persona no privada de 
libertad. Estos ataques a la propia psique de los reclusos/as acaban generando un alto nivel de 
tensión emocional, además de generar un impedimento para la posterior reinserción social de 
los mismos ya que, estos perciben que lo único que queda e importa es la vida penitenciaria. 

Este fenómeno no únicamente actúa como consecuencia de la prisionización sino que, 
es causa de muchos otros efectos que se enlazan al mismo y que también son provocados por 
este proceso de adaptación. Por un lado, la despersonalización facilita la pérdida de 
expectativas por parte del individuo, en relación a cualquier aspecto del mundo social (Escaff 
et al., 2013). Dentro del estado mental en el que se encuentra el individuo una vez ha ingresado 
en prisión, cualquier tipo de aspiración o plan de futuro que el interno pudiese tener en relación 
a la vida en libertad, pasa a un segundo plano, siendo así la única prioridad para los mismos 
completar el periodo de encarcelamiento y poder retornar a la comunidad de la que fueron 
aislados. Asimismo, los internos también experimentan una sensación de falta de control 
respecto de su propia vida ya que, a pesar de que él mismo sea responsable de elegir qué tipo 
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de comportamiento y actitud adoptar dentro de la prisión, su vida en general está regida por la 
situación carcelaria, aumentando así el grado de dependencia de la institución (Rodríguez 
López, 2019). A pesar de que la sanción penal suponga en un primer momento una privación 
del derecho a la libertad, esta privación supone a su vez una limitación de muchos otros 
aspectos y circunstancias externas de la vida cotidiana, los cuales, en unas circunstancias dentro 
de la normalidad, serían decisión de la persona en su totalidad. 

Por otro lado, también se produce una disminución de la autoestima del interno y de la 
valoración que hace de sí mismo (Martínez Barrachina, 2021). Aquellos reclusos/as que 
encuentran el disfrute en la actividad delictiva puede que, incluso lleguen a experimentar un 
aumento de su autoestima al encontrar gratificación en este tipo de conductas socialmente 
desviadas. No obstante, la regla general establece una insatisfacción personal al ser consciente 
de que su derecho a la libertad ha sido limitado consecuencia de su propia capacidad volitiva. 
Además, no únicamente se trata de una percepción individual de estar encerrado por haber 
cometido un acto delictivo sino que, tal y como hablaremos más adelante como efecto social, 
también se trata de una percepción grupal que convierte al individuo en objeto de un descrédito 
social permanente (Rodríguez López, 2019).  

En esta misma línea, los reclusos/as comienzan a experimentar un sentimiento de 
desconfianza y precaución el cual, les invita a buscar en todo momento el aislamiento 
emocional como mecanismo de protección frente a cualquier otro individuo (Pérez y Redondo, 
1991). Este sentimiento puede aflorar por razones diversas, ya sea porque perciben el encierro 
como una injusticia penal o por tratarse el ambiente penitenciario de algo desconocido para la 
mayoría. No obstante, tiene un efecto común entre la población penitenciaria al actuar como 
factor que agrava, en cualquiera de los casos, las consecuencias que genera la pérdida de 
intimidad que supone el encarcelamiento en la prisión. En palabras de Mahecha y Sogamoso 
(2019), desde el primer momento de la condena, el individuo es sometido a una convivencia 
forzada con otras personas, las cuales no necesariamente serán afines a la personalidad de uno 
mismo, y lo que para cualquier ser humano puede ser un estresor de gravedad. Además, no 
únicamente se trata de una obligación a estar en constante interacción con otros reclusos/as, 
sino que también supone una vigilancia no interrumpida a través del personal de prisiones y de 
las cámaras de vigilancia. El recluso/a tratará de buscar momentos y lugares donde pueda sentir 
la soledad, sin embargo, es consciente de que esta no es la realidad. Todo ser humano necesita 
un periodo de tiempo en el que se encuentre en soledad y únicamente consigo mismo, por 
mínimo que sea, a fin de poder lograr un adecuado equilibrio mental para el desarrollo personal. 
Es por ello por lo que, todo lo mencionado conjuntamente con el sentimiento de desconfianza 
hacia los funcionarios y el resto de compañeros, hacen que la persona viva en un estado de 
tensión psíquica constante, afectando principalmente a la salud mental de la persona, llegando 
incluso a derivar en el desarrollo de una multitud de trastornos en el estado de ánimo y de 
depresión que pueden llegar a la ideación autolítica (Observatorio del Sistema Penal y los 
Derechos humanos, 2004).  

2. Efectos sociales y la teoría del etiquetado 

El impacto del propio encarcelamiento no se limita únicamente al ámbito psicológico, 
sino que puede afectar a la esfera de lo social, ni al periodo de tiempo transcurrido dentro de la 
prisión, llegando a persistir algunas alteraciones una vez reincorporado nuevamente a la 
sociedad. En este sentido, los efectos de la prisionización continúan incluso una vez finalizado 
el encarcelamiento en sí mismo, pudiendo llegar a ejercer un mayor efecto negativo en lo ya 
causado para la identidad personal de la persona.  



María Piña Ramos   

 21 

Como habíamos mencionado previamente, el paso por prisión convierte al recluso/a en 
objeto de un descrédito social permanente, con grave repercusión para la propia esfera social. 
La institución penitenciaria se encuentra rodeada de una imagen social caracterizada por la 
violencia, peligrosidad y dureza, de forma que, el simple paso por prisión genera una reacción 
de rechazo por parte de la sociedad, adquiriendo así la propia persona un estatus social de 
delincuente y desviado socialmente. Desde una perspectiva de la criminología crítica, este 
prejuicio social se respalda bajo la teoría del etiquetado o etiquetado social, desarrollada por 
sociólogos como Howard Becker (1963/2009) o Edwin Lemert (1964). Esta teoría reorienta el 
foco de la prisionización hacia el ámbito social, siendo así el comportamiento desviado 
resultado de la reacción social que se genera en la sociedad como respuesta ante este tipo de 
comportamientos y conductas y que, acaba teniendo un efecto directo para la propia identidad 
individual de la persona, al ser considerado en primer lugar como delincuente y luego como 
persona.  

El delito pasa a ser considerado como un fenómeno social, en tanto que, en palabras de 
Henslin (2012), tiene su origen en esta etiqueta de delincuente que la sociedad otorga a la 
persona que se ha desviado de la norma social. Es decir, el etiquetamiento de la sociedad con 
respecto de ciertos comportamientos delictivos, es lo que conduce a la persona a desviarse aún 
más de la norma social establecida. Esta etiqueta no actúa como una simple palabra para el 
recluso/a, sino que tiene una mayor trascendencia al repercutir directamente en la identidad del 
mismo y, obligar a la persona a adoptar el autoesquema de interno/a, quedando el resto de 
autoesquemas positivos en un segundo plano de menor importancia. Así, se puede comprender 
la importancia de estas creencias sociales en cuanto a que, perpetúan y agravan esta exclusión 
social a la que hacen frente las personas que han pasado por prisión. 

En este sentido, y con el fin de esclarecer la significativa relación que tiene esta teoría 
con respecto al proceso de prisionización, una vez que una persona es condenada a una pena 
privativa de libertad e ingresa en prisión, pasa a ser considerada únicamente como un 
delincuente, y no como otro ser humano con sus respectivas características y circunstancias 
individuales. Esta simple etiqueta difumina los límites que separan al individuo del grupo, 
aumentando así su percepción de pertenencia a la población penitenciaria (Navas Cort, 2023). 
Se trata de un proceso de interiorización donde, además de concebirse también ellos mismos 
como reclusos/as, consecuencia de este rechazo social, también pasan a percibirse como iguales 
a los otros reclusos/as.  

Este proceso de juicio social y asimilación, se puede explicar a través del fenómeno 
conocido como profecía autocumplida, entendiendo la misma como la expectativa social 
errónea que conduce a que una persona lleve a cabo comportamientos y conductas que, acaban 
justificando y afirmando la creencia original, convirtiéndose esta última en realidad (Becker, 
2009). Es decir, ante el juicio social, tanto de su entorno como del resto de la sociedad por 
haber ingresado en prisión, el recluso/a acaba volviendo a delinquir pues, esto es lo que resto 
del mundo espera de él. En esta misma línea, incluso estas expectativas iniciales pueden ocurrir 
dentro del contexto penitenciario, repercutiendo de igual forma en el proceso de reinserción de 
la persona. Por ejemplo, una persona que ha sido condenado a prisión durante un largo periodo 
de tiempo, puede que sea percibido por los profesionales del centro como peligroso, siendo así 
su vigilancia mayor y su derecho a la intimidad menor. Este simple trato diferencial hará que 
el recluso/a adopte esta etiqueta, actuando acorde a ella durante su encarcelamiento, y teniendo 
importantes repercusiones de cara a su propio proceso de reinserción social, incluso a su 
reincidencia. 
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Es por ello por lo que, este etiquetamiento adquiere una gran relevancia dentro del 
concepto de prisionización pues, genera una serie de efectos a largo plazo que acompañarán a 
la persona al modificar la identidad de la misma. Sin embargo, no únicamente denigra la 
identidad individual sino que, también se ve afectada la identidad grupal como consecuencia 
de la elevada estigmatización grupal a la que hacen frente una vez finalizado el periodo de 
encarcelamiento (LeBel, 2012). Es decir, no se trata únicamente de que el individuo pierda su 
propia identidad y adopte e interiorice el rol de interno sino que, al adquirir esta identidad 
grupal de pertenencia a la población penitenciaria, también es objeto de un rechazo social como 
consecuencia de los estereotipos asociados a este colectivo concreto. Esta estigmatización 
social es tan elevada que, acaba siendo inherente al individuo, llegando a causar que el mismo 
sea víctima de constantes experiencias de discriminación. 

De forma general, gran parte de la sociedad presenta comportamientos o actitudes 
discriminatorias con respecto al colectivo penitenciario, ya sea de forma consciente o 
inconsciente. En muchas ocasiones, no necesariamente tiene que ocurrir un acto observable 
por otro sujeto para que ocurra esta discriminación sino que, puede que simplemente 
experimentemos un sentimiento de rechazo respecto de este colectivo, sin que se pueda 
observar ningún tipo de manifestación, consecuencia del sistema social que nos rodea y que no 
cree en la reinserción de estas personas. Por ello, son muchos los casos de reclusos/as que han 
finalizado el periodo de encarcelamiento y al retornar a la comunidad social se han visto 
sumergidos en un fenómeno de exclusión social, llegando incluso a ocurrir dentro de su entorno 
más próximo. 

Esta pérdida de vínculos afectivos y de la red de apoyo social puede venir dándose 
desde que el interno se encuentra cumpliendo la sanción penal de prisión. Es decir, desde que 
el interno ingresa en la institución penitenciaria, toda su vida comienza a estar reglada por el 
régimen penitenciario, incluyendo cualquier forma de comunicación o mantenimiento de las 
conexiones sociales con el mundo exterior. Es la propia institución la que establece los horarios, 
los tiempos que pueden durar estas conexiones, dónde tendrán lugar, etc. por lo que las mismas 
se ven distorsionadas por este régimen, llegando así a dificultar el mantenimiento de las mismas 
(Valverde Molina, 1991). Además, esta pérdida de relaciones sociales puede experimentarse 
también finalizado el encarcelamiento ya que, tanto para el individuo como para el resto de la 
sociedad, este periodo en el que la persona ha estado encarcelada ha supuesto una serie de 
cambios en las respectivas vidas de cada uno y no un paréntesis en el tiempo. De la misma 
forma que el recluso/a no volverá a su entorno de libertad exactamente de la misma forma 
previa a su ingreso, ya que la propia prisión es un proceso de aislamiento, tampoco lo hará su 
entorno. En este sentido, Martxoa (2015) habla de un sentimiento de vulnerabilidad al sentir 
que todo el mundo ha conseguido aprovechar este periodo de tiempo y avanzar encaminado 
hacia alguna dirección mientras que, el individuo se ha quedado estancado al estar aislado del 
mundo exterior. 

Valverde Molina (1991) refleja a través de su obra la inevitable pérdida de relaciones y 
vínculos sociales que experimentará el recluso/a una vez abandone la prisión: 

“En la prisión, el recluso irá perdiendo progresivamente la noción de la realidad del 
exterior, sus recuerdos se irán distorsionando a la vez que idealizando. Además, y 
puesto que desde el punto de vista emocional el tiempo que pase en prisión va a ser un 
tiempo vacío de contenido, cuando salga, para él el tiempo no habrá pasado, e intentará 
retomar las relaciones interpersonales donde fueron interrumpidas por la entrada en 
prisión. Pero para los demás el tiempo sí habrá pasado, y con frecuencia ha provocado 
importantes modificaciones en sus vidas. Por eso, cuando el recluso vuelve a su 
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ambiente de fuera, y si no tiene un ambiente familiar estable y maduro, a menudo se 
encuentra al margen, percibe que ya no encaja, y eso va a ser fuente de nuevas 
frustraciones que se añadirán a su situación de ex-recluso -con todo lo que implica- y a 
la distorsión que va a suponer en su nueva vida la adopción de pautas comportamentales 
desarrolladas en la prisión, válidas allí, pero no en la situación de libertad" (p. 114). 

El desajuste entre ambos estilos de vida y normas sociales que caracterizan a una 
realidad en libertad y a una realidad en aislamiento, considerándose incluso polos opuestos 
dentro de un mismo continuo, degrada la capacidad personal del individuo de mantener 
relaciones sociales, incluso llegando a percibirse el mismo como un extraño dentro de su 
entorno. 

Todas estas alteraciones sociales que ocurren dentro de la vida del interno, tienen una 
gran repercusión sobre el valor que el propio recluso/a otorga a su vida pues, se trata de un 
periodo de completa inestabilidad donde lo único que se experimentan son cambios en varios 
ámbitos de su vida. Esta sensación de falta de control y de que, las cosas ocurren de forma 
externa al individuo pues se encuentra sometido a la institución penitenciaria, empuja al 
individuo a adoptar un estado psicológico de indefensión aprendida (Rodríguez López, 2019). 
Esta falta de percepción de control, a través de la cual se establece la creencia errónea de que 
las acciones no tienen ningún tipo de influencia en el flujo del tiempo, hace que el recluso/a 
desarrolle una pasividad extrema en cuanto a cualquier decisión relacionada con su propia vida, 
afectando de esta forma al proceso de reinserción social así como a su salud mental. 

3. Efectos físicos 

En todo momento se hace énfasis en la variedad de efectos y consecuencias psicológicas 
y sociales que tiene el paso por prisión para el propio recluso/a. Sin embargo, no podemos 
ignorar la existencia de una serie de alteraciones físicas y sensoriales, las cuales tienen en 
común el mismo origen, la prisión.  

En este sentido, son varios los autores que se centran en estudiar cómo el 
encarcelamiento puede influir significativamente en el cuerpo físico del recluso/a, provocando 
así una serie de alteraciones y problemas sensoriales que afectan a los órganos de los sentidos 
de cualquier ser humano. En primer lugar y, como uno de los efectos de mayor importancia, 
Valverde Molina (1991) habla del fenómeno de “ceguera de prisión” que ocurre al inicio del 
encarcelamiento. Este autor establece que dicha alteración visual se debe principalmente al 
carácter monótono que presenta la arquitectura física de la prisión pues, esta se caracteriza por 
unos colores oscuros como el gris y el negro, una iluminación artificial pues a pensar entra luz 
natural y, una disposición que no permite ver a largas distancia como ocurre en nuestra vida 
cotidiana. Se trata de una configuración espacial que transmite una sensación de tristeza y 
oscuridad, la cual acaba provocando un deterioro de la percepción visual de la persona, 
perdiendo así la capacidad de diferenciar formas e, incluso, olvidando ciertos colores que se 
dejan de ver con frecuencia. 

Al igual que para el sentido de la visión se aprecia una limitación de estímulos, similar 
ocurre con el sentido del olfato y de audición. Los diferentes olores que percibimos a lo largo 
del día son los que generan nuestra experiencia olfativa y que, acaban generando de forma 
indirecta emociones, como puede ocurrir al oler algo agradable de comida. Sin embargo, los 
olores dentro de la prisión se reducen con gran diferencia, siendo característico en su mayoría 
por olores a limpieza, generando lo que Valverde Molina (1991) denomina como pobreza 
olfativa. Esta escasez de variedad de olores acaba repercutiendo de forma negativa en el estado 
de ánimo, agravando así la estancia dentro de la prisión. Por otro lado, en relación a los sonidos, 



El impacto de la prisionización de la población reclusa en los procesos de reinserción 

 24 

la infraestructura de la prisión hace que cualquier sonido que suene se expanda con un 
característico eco, aumentando así su frecuencia. El malestar que pueden generar estos sonidos 
de elevado volumen, junto al hecho de que no existe variedad más que los característicos de 
las instituciones penitenciarias tales como sonido de celdas, sirenas, pasos, etc. acaban 
generando problemas auditivos a largo plazo (Valverde Molina, 1991). 

Cabe destacar que, no únicamente se ven afectados los órganos sensoriales de los 
reclusos/as sino que, se acaban generando una serie de alteraciones orgánicas. Es común que 
veamos que, una persona que experimenta estrés debido a su puesto de trabajo, acaba 
desarrollando un dolor por varias zonas del cuerpo como manifestación del mismo. De igual 
forma ocurre con un recluso/a que se encuentra sometido al estrés que supone el entorno 
carcelario, es decir, este alto nivel de tensión psíquica que experimentan los mismos, junto con 
la escasa posibilidad de moverse al estar encerrados durante la mayoría del tiempo en una celda, 
acaba derivando en un agarrotamiento y tensión muscular por varias zonas del cuerpo, así como 
frecuentes dolores de cabeza y cefaleas (Massaglia, 2008).  

Con esto último, podemos comprender la trascendencia de los efectos psicólogos en 
cuanto a las alteraciones orgánicas y sensoriales, así como con los efectos sociales y viceversa. 
Un recluso/a rara vez experimentará efectos de un único ámbito pues, existe una relación 
interactiva entre todos ellos, viéndose así afectados varios niveles de vida de la propia persona. 

En último lugar y, en relación con el siguiente epígrafe, las instalaciones de las 
instituciones penitenciarias dentro de nuestro país suelen presentar un aspecto muy deteriorado 
que puede repercutir dentro la salud física del recluso/a. Antiguamente, las condiciones 
higiénicas y de vida dentro de las distintas prisiones solían atentar contra la salubridad y el 
propio derecho a la vida de los internos. En este sentido, predominaban espacios muy pequeños 
y con aglomeraciones, sin ninguna preocupación por mantener un mínimo de condiciones de 
limpieza e higiene y, además, una escasa atención médica que aumentaba el deterioro en la 
calidad de vida de los internos. No obstante, con el tiempo se evolucionó históricamente hacia 
el respeto de los reclusos/as, los cuales también merecen vivir dignamente como cualquier otro 
ser humano, incluso aunque estén privados de libertad, observándose así un cambio cualitativo 
en relación a estas condiciones (Ruiz, 2020). 

Esto no significa la erradicación total de cualquier enfermedad que pudiese surgir como 
consecuencia de estas condiciones de vida, aunque si supuso una disminución significativa de 
la aparición de las mismas, siendo así los casos de enfermos mucho menores en comparación 
con los años atrás. Las enfermedades con mayor predominio dentro de la población 
penitenciaria solían relacionarse con enfermedades de transmisión sexual así como el VIH y 
hepatitis, no obstante, han ido reduciéndose en número, apareciendo en la actualidad otras 
enfermedades como las cardiovasculares o respiratorias (Sánchez y Coll, 2016). 

PRINCIPALES FACTORES INFLUYENTES EN LA PRISIONIZACIÓN 

Cabe considerar a la propia institución penitenciaria como el principal factor detonante 
de este proceso de prisionización, al cual venimos haciendo referencia a lo largo de todo el 
trabajo. No obstante, no necesariamente ocurre este proceso o, al menos de forma tan intensa. 
Puede suceder que, una persona que ingresa en prisión durante un breve periodo de tiempo y 
que cuenta con una gran red de apoyo social fuera del mundo penitenciario, una vez regrese a 
la comunidad de la que fue aislado, denote signos de un exitoso proceso de reinserción social. 
En este sentido, existe un conjunto de factores interdependientes que interactúan entre sí, 
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influenciando y contribuyendo a que se desencadene este proceso, repercutiendo de manera 
significativa en la identidad personal del recluso/a.  

A continuación, vamos a mencionar algunos de estos factores y condiciones que 
adquieren una mayor relevancia en el origen de la prisionización: 

I. Condiciones de vida en las prisiones españolas 

Dentro de este proceso de asimilación, adquiere especial relevancia el término ya 
introducido de subcultura carcelaria por Clemmer (1958), empleado para englobar todo aquello 
que caracteriza al estilo de vida carcelario. A pesar de que, este término se utiliza generalmente 
para hacer referencia a las relaciones interpersonales dentro del grupo penitenciario así como 
con todos los profesionales implicados en la prisión, las condiciones físicas y ambientales 
también forma parte de este estilo de vida por lo que no podemos desplazarlas hacia un segundo 
plano.  

El recluso/a que ingresa en prisión se encuentra en una constante interacción individuo-
ambiente por lo que, el entorno físico donde se establece la institución penitenciaria adquiere 
un papel crucial dentro del paso por prisión y sus posteriores efectos, tanto con respecto a la 
identidad individual como grupal. Las condiciones físicas a las que hacemos referencia 
engloban la configuración arquitectónica del edificio penitenciario así como las situaciones de 
hacinamiento, las condiciones médicas e higiénicas, entre otras, repercutiendo 
significativamente en el bienestar general del individuo. 

Tomando como referencia los distintos documentos legales y normativas vigentes en la 
política penitenciaria de nuestro país, la prisión tiene un único fin de reinserción y 
resocialización a través de un proceso de aprendizaje en el cual, se empuja al individuo a 
realizar una reflexión profunda. Sin embargo, como venimos defendiendo a lo largo de este 
trabajo, la práctica dista completamente de la realidad actual, siendo así un centro de castigo. 
Por ello, la arquitectura física que acompaña a la misma sigue similares patrones de encierro, 
castigo y vigilancia extrema (Ruiz, 2020). De forma general, todas las prisiones en nuestro país 
siguen una configuración muy parecida, estando organizadas a través de distintos módulos 
donde se ubican las celdas así como la enfermería, el comedor, el patio y, otras zonas comunes 
a las que pueden acudir. El foco de importancia no se debe centrar en la escasa variedad de 
instalaciones sino que, se trata de la calidad y las condiciones que caracterizan a las mismas. 
Para poder ser percibida como una institución total, lugar de encierro, la prisión se construye 
desde su base con unas características físicas que puedan transmitir una percepción de lugar 
del que no podrán salir y, en caso contrario, serán víctimas de unas consecuencias 
inimaginables.  

Asimismo, no únicamente hacemos referencia al aspecto físico del centro desde la 
percepción del mundo exterior sino que, el estado físico e interno, dentro de las distintas 
instalaciones que conforman los establecimientos penitenciarios, también sigue esta misma 
dirección. Especialmente y, como se puede apreciar tanto en testimonios reales como en la 
ficción, es de conocimiento común las malas condiciones de salubridad que rodean a los 
internos dentro del centro. Como destaca Ríos (2013), la falta de higiene en las celdas por el 
hacinamiento, la deficiente gestión de residuos, la inadecuada infraestructura sanitaria… entre 
otros muchos factores relacionados con las condiciones de salud del centro penitenciario, 
ejercen una gran influencia negativa en la salud, tanto física como mental, de los internos, 
consecuencia del significativo deterioro al que han de hacer frente.  
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Sin embargo, no podemos otorgar toda la responsabilidad a la prisión como lugar de 
encierro. Es decir, a pesar de que la celda pase a ser, en cierto modo, la nueva residencia del 
recluso/a, este no la percibe como tal. Al no estar permitido el ingreso de ningún objeto personal 
y, al únicamente estar amueblada con una cama y un baño, hace que no se genere ese 
sentimiento de cuidado y apego en el interno, como ocurre en el resto de la sociedad con respeto 
de nuestros hogares. Es por ello por lo que, se puede apreciar un escaso cuidado en relación a 
las celdas, siendo así clasificados como los lugares donde han de pasar cierto periodo de tiempo 
obligatoriamente y, donde descargar cualquier sentimiento negativo y agresivo que puedan 
sentir (Ríos, 2013). 

Cabe destacar que, estas condiciones ambientales difieren significativamente de lo que 
nuestros antepasados pudiesen haber experimentado. Actualmente, son varios preceptos legales 
los que defienden y aseguran el correcto mantenimiento de cualquier espacio que pertenezca a 
la institución penitenciaria en sí. Como se aprecia en el artículo 19 de la LOGP, “tanto las 
dependencias destinadas al alojamiento nocturno de los recluidos como aquellas en que se 
desarrolle la vida en común deberán satisfacer las necesidades de la higiene y estar 
acondicionadas…” (LO. 1/1979, art. 19). Por ello, a pesar de que sigan existiendo necesidades 
de higiene a tener en cuenta y mejorar, existe cierta regulación legal que permite que esta 
situación no derive en un abuso de las mismas. 

Por otro lado, en todo momento hemos hecho mención de espacios comunes ya que, 
dentro de los centros penitenciarios son escasos los espacios privados en los que el individuo 
puede estar en soledad, lo que obliga al individuo a estar en constante interacción con el resto 
de reclusos/as que forman parte de la población penitenciaria. Autores como Altamirano (2013) 
definen esta situación bajo el término de hacinamiento o sobrepoblación carcelaria, definida 
como la ocupación excesiva de internos dentro de una prisión, llegando así a superar su 
capacidad máxima o total establecida. Este fenómeno en el que, la cantidad de reclusos/as 
supera el espacio que corresponde a cada uno de ellos, difumina los límites de la privacidad, 
solapando así el poco espacio que pertenece a un recluso/a con respecto a otro. En otras 
palabras, esta sobrepoblación obliga al individuo a mantener en todo momento algún tipo de 
relación social con el resto de reclusos/as, siendo la hostilidad y la falta de resolución de 
conflictos dos factores predominantes en este tipo de interacciones. Por ello, esta situación 
aumenta los niveles de tensión psíquica que se han generado en el recluso/a por el 
encarcelamiento, surgiendo así una lucha por los recursos limitados de las propias prisiones 
que, aumentan la tensión entre los mismos, derivando en conflictos cargados de ira 
(Altamirano, 2013).  

No obstante, al igual que ocurría con el mantenimiento y sanitización de los espacios 
carcelarias, existe un precepto legal que surge de la sensibilización social en relación al sistema 
penitenciario, para evitar así esta situación extrema y evitando generar un mayor nivel de estrés 
en el nuevo estilo de vida de los reclusos/as. Así, esta misma ley establece en otro de sus 
artículos que, “los establecimientos penitenciarios no deberán acoger más de trescientos 
cincuenta internos por unidad” (LO. 1/1979, art. 12). 

En último lugar, la distribución geográfica de los centros penitenciarios también se 
engloba dentro de las condiciones de las prisiones que pueden intensificar el proceso de 
prisionización. Las prisiones españoles se encuentran diseminadas por las diferentes zonas del 
territorio español, ubicándose mayoritariamente a las afueras de la esfera urbana y, alejados de 
la civilización (Rodríguez López, 2019). Esto se debe mayoritariamente al estigma social 
existente en relación a la población penitenciaria y, a la percepción de una elevada peligrosidad 
en las conductas de estas personas. Sin embargo, este aislamiento del mundo urbano, que puede 
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generar una sensación de tranquilidad y seguridad para el mundo social, a su vez, puede generar 
mayores niveles de vulnerabilidad al encontrarse aislados en exceso de su red de apoyo social, 
la cual puede ser el último hilo que aferra al individuo a la reinserción social. Por ejemplo, 
puede ocurrir que debido a la distancia geográfica así como la escasa línea de transportes 
públicos que circulan hasta estos centros, con límite de servicios y horarios, algunos familiares 
o amigos vean imposible el poder asistir a las visitas que reciben los internos. Esta pérdida de 
vínculos significativos para el recluso/a, como establece Valverde Molina (1991), genera una 
sensación de vacío y soledad para el individuo al no tener ningún otro tipo de interacción social 
más allá de las que surgen en el seno de la prisión. 

A modo de resumen, las condiciones de vida que caracterizan a este nuevo estilo 
penitenciario, al que los reclusos/as deben adaptarse, es uno de los factores más importantes 
que pueden agravar significativamente la prisionización, llegando a repercutir en su salud 
mental y su propia identidad personal. Unas condiciones de higienes desfavorables, un 
hacinamiento psicológico y físico, un aislamiento de la red de apoyo social y del mundo 
exterior, etc. pueden empujar al recluso/a a llevar a cabo un proceso de adaptación a la 
subcultura carcelaria deficitario, bloqueando e impidiendo así la posterior reinserción social de 
los mismos. 

II. Duración de las penas privativas de libertad 

El periodo de tiempo en el que tiene lugar el encarcelamiento, está influenciado por un 
gran número de variables que hacen del mismo un proceso individualizado y particular. Uno 
de estos factores que puede determinar que el individuo no sufra en exceso los efectos de la 
prisionización, es la duración de la medida de internamiento impuesta. No podemos asumir 
que la experiencia del recluso/a que ha sido condenado a una pena privativa de libertad de 3 
años será similar a la de un recluso/a condenado a 20 años. 

Clemmer (1958) establecía la duración de la condena como un estresor penal que puede 
influir en la experiencia subjetiva del sujeto al ingresar en prisión. Dentro de esta categoría, se 
contemplan las condenas de corta duración y las de larga duración. Aquellas penas privativas 
de libertad de duración corta, siendo estas de menos de dos años dentro de la prisión, suelen 
ejercer un menor impacto en el proceso de adaptación al estilo de vida carcelario al no 
percibirse como tiempo suficiente para adoptar estos nuevos patrones comportamentales. No 
obstante, como establece Altamirano (2013), a pesar de que la posterior reinserción se vea 
menos afectada ya que no experimentan una prisionización significativa, los niveles de estrés 
a los que se enfrentan son significativamente superiores. En este sentido, los primeros meses 
posteriores al ingresos en prisión se recuerdan como un periodo de tiempo donde predominan 
altos niveles de tensión psíquica y de estrés como consecuencia de la inadecuada adaptación a 
los diferentes elementos que caracterizan a la subcultura carcelaria. Como el recluso/a no es 
capaz de asimilar e interiorizar aquel nuevo entorno que le rodea, los efectos a largo plazo serán 
menores en comparación con los efectos a corto plazo, siendo así estos meses los meses de 
mayor inestabilidad dentro del ingreso penitenciario. 

Por otro lado, las penas privativas de libertad de duración larga se caracterizan por tener 
una duración en el tiempo de, aproximadamente más de cinco años. Al contrario que ocurría 
con las condenas de corta duración, el tiempo de encarcelamiento resulta suficiente para poder 
interiorizar el entorno carcelario así como los patrones comportamentales y normativos que 
rigen el mismo. Por ello, los primeros meses posteriores al ingreso se experimentarán de forma 
similar al ser el primer contacto con este nuevo estilo de vida, no obstante, este aumento de los 
niveles de estrés decrecerá drásticamente avanzados en el tiempo, al haberse familiarizado el 
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interno con el entorno penitenciario (Altamirano, 2013). Sin embargo, cabe destacar que, en 
estos reclusos/as resultan de mayor dificultad y estrés los meses previos al retorno a la vida 
comunitaria, más que los meses de adaptación a la prisión. Se trata de un periodo de 
inestabilidad y cambios constantes, donde los reclusos/as deben olvidar todo aquello 
relacionado con el estilo de vida en el entorno social para adaptarse así a todos los elementos 
que conforman el estilo de vida penitenciario para, posteriormente verse obligados a eliminar 
lo ya interiorizado y volver a adaptarse a la vida en sociedad. Es por ello por lo que, los efectos 
de la prisionización tienen un mayor impacto en las condenas de larga duración ya que, muchos 
reclusos/as se ven incapacitados para olvidar estos nuevos patrones aprendidos e interiorizados 
y reaprender los que habían sido olvidados, siendo así el proceso de reinserción de mayor 
dificultad. 

Además de la internalización de la subcultura carcelaria, así como los códigos de 
conducta no escritos y los estatus penitenciarios, cabe resaltar la importancia de los efectos 
psicológicos y sociales en relación a la duración del periodo de encarcelamiento y, cómo acaban 
afectando a la posterior reinserción social, para lo que tomaremos como referencia las palabras 
de Haney (2003). Aquellas penas privativas de libertad de mayor duración pueden producir 
efectos psicológicos de mayor gravedad, tales como la despersonalización y la pérdida de la 
identidad individual, adoptando por completo el rol de interno y pudiendo observarse las 
manifestaciones del proceso de prisionización. No obstante, al permanecer durante un mayor 
periodo de tiempo en la prisión, existe una mayor probabilidad de establecer interacciones 
sociales con otros reclusos/as, incluso llegando a formar parte de algún subgrupo dentro del 
colectivo penitenciario para poder hacer frente y gozar de protección frente a las jerarquías 
internas que predominan la prisión. Aunque, no siempre resulta beneficioso pues se enmarcan 
como una obligación debido a los escasos espacios privados así como oportunidades en las que 
estar en soledad. 

Por otro lado, las penas privativas de libertad de corta duración pueden producir un 
menor número de efectos psicológicos ya que, las expectativas de futuro no pasan al olvido en 
ningún momento. Es decir, el recluso/a mantiene en todo momento presente la duración de su 
condena de forma que, al no interiorizarse apenas los elementos de la subcultura carcelaria, el 
interno mantiene su identidad individual y adopta un comportamiento favorable en dirección 
hacia los momentos posteriores al retorno a la sociedad. En cuanto a las relaciones sociales, los 
internos evitan generalmente el establecimiento de ningún vínculo dentro de la prisión pues, 
buscan no verse implicados en ninguna situación que pueda alargar el momento de reinserción 
a la sociedad. 

Por todo ello, podemos concluir que, la posterior reinserción social de los reclusos/as 
se ve afectada en mayor medida en aquellas condenas de larga duración, en las cuales la 
prisionización repercute con mayor profundidad en los estilos de vida de los individuos. 
Mientras que, por otro lado, las condenas de corta duración pueden tener un impacto negativo 
a corto plazo en los reclusos/as, sin embargo como el proceso de interiorización de los patrones 
penitenciarios es menor, la reinserción ocurrirá con mayor facilidad al haber permanecido 
menos expuesto a esta subcultura carcelaria. En palabras de Rodríguez López (2019): 

“Si pensamos en los internos que han sido condenados a un período de tiempo 
relativamente corto y en las consecuencias que eso provoca en su vida a corto plazo, 
debemos multiplicar esos efectos hasta llegar a la soledad extrema o la 
desestructuración total de la vida para una persona que ha podido pasar la mayoría de 
su vida en la cárcel” (p. 16). 
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III. Programas de rehabilitación y reinserción en las prisiones españolas 

La política penitenciaria difiere según el territorio en el que nos encontremos por lo 
que, también lo hará el tratamiento penitenciario. Concretamente, a través de la normativa 
penitenciaria española, se establece y aplica un tratamiento penitenciario conformado por una 
serie de programas de rehabilitación, en función de las necesidades individuales de cada 
individuo, orientados en todo momento a la reeducación y reinserción social. En este sentido, 
los programas de tratamiento penitenciario se presentan en diversos ámbitos y modalidades, 
existiendo así una pluralidad de ellos disponibles para los internos y, regulados a través del 
artículo 59 que recoge la LOGP: 

“El tratamiento penitenciario consiste en el conjunto de actividades directamente 
dirigidas a la consecución de la reeducación y reinserción social de los penados. El 
tratamiento pretende hacer del interno una persona con la intención y capacidad de vivir 
respetando la Ley penal, así como de subvenir a sus necesidades. A tal fin, se procurará, 
en la medida de lo posible, desarrollar en ellos una actitud de respeto a sí mismos y de 
responsabilidad individual y social con respecto a su familia, al prójimo y a la sociedad 
en general” (LO. 1/1979, art. 59).  

Estos programas de rehabilitación y reinserción se imparten dentro de los módulos que 
configuran las instituciones penitenciarios, pudiendo ir así desde el ámbito educativo, hasta el 
formativo e, incluso, terapéutico. En función de aquellas necesidades individuales y carencias 
que se detecten en el recluso/a, se le asignará programa modular u otro, siendo así influyente 
el tipo de delito cometido. Sin embargo, cabe destacar que la realidad penitenciaria es otra 
distinta ya que, a pesar de que si se imparten estos programas dentro de las distintas 
instituciones penitenciarias españolas, necesitan una significativa mejora en su desarrollo como 
consecuencia de la escasez de recursos, atendiendo en todo momento las necesidades 
individuales de cada uno de los reclusos/as que conforman esta población. 

En primer lugar y siendo mayor su frecuencia, existen una gran cantidad de programas 
educativos a través de los cuales los internos, mayoritariamente aquellos que presenten bajos 
niveles educativos, puedan formarse y conseguir así obtener algún título de educación básica, 
secundaria o de grado o formación profesional. Estos programas, de forma conjunta con los 
programas formativos y laborales, ayudan a aumentar el conocimiento del recluso/a en relación 
a un ámbito para así aumentar su posibilidad de acceder al mercado laboral una vez finalice el 
encarcelamiento (Montero, 2019). No obstante, existe una desensibilización social acerca de 
los obstáculos a los que han de hacer frente estos individuos para acceder al mercado laboral 
pues, a pesar de haber realizado algún taller especializado, como puede ser de carpintería o de 
informática, la sociedad continúa manteniendo los prejuicios sociales existentes, aumentando 
así la cifra de desempleados una vez retornan a la comunidad. 

Por otro lado, existen otros programas terapéuticos y de salud mental orientados a 
ofrecer apoyo psicológico para aquellos reclusos/as que presenten algún problema de salud 
mental, así como para tratar las conductas agresivas y violentas que pueden caracterizar a esta 
población penitenciaria. A través de estos, se busca principalmente mejorar su bienestar mental 
y tratar de frenar los efectos psicológicos que de por sí tiene el internamiento en el centro 
penitenciario para el recluso/a (Montero, 2019). En esta misma línea, cabe destacar también 
aquellos programas de intervención social y comunitarias para tratar de mantener la red de 
apoyo social de los reclusos/as, la cual puede tener un gran protagonismo para disminuir los 
efectos de la prisionización. Asimismo, existen otro tipo de programas sociales dentro de este 
ámbito, orientados a estimular y ofrecer una red de apoyo externa para el individuo, en aquellos 
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casos cuya red de apoyo social se encuentra deteriorada y, no cuentan con estos vínculos 
sociales. Estos programas ponen el foco de trabajo en la terapia familiar así como en la 
importancia de conseguir que esta red de apoyo pueda acudir a las visitas guiadas, siendo así 
necesario generar alguna fuente de apoyo externa para aquellos individuos que no pueden 
contar con su grupo familiar (Cid, 2002).  

Asimismo, existen otros programas rehabilitadores más específicos en función del 
colectivo al que pertenezcan o el delito cometido. En este sentido, existen programas de 
intervención para agresores de violencia de género o de control de agresión sexual para 
aquellos reclusos/as cuyo delito origen de la pena privativa de libertad esté relacionado con la 
violencia de género, existen programas de intervención física deportiva, programas cuyos 
beneficiarios son drogodependientes, extranjeros, enfermos mentales… La importancia de 
estos programas rehabilitadores radica principalmente en su finalidad principal de reinserción, 
tratando de disminuir así los efectos que pueda generar la prisionización para la misma. Sin 
embargo, no únicamente es importante que existan los mismos, sino que se perciban y se 
encuentren disponibles para los internos pues, de lo contrario, no se estaría llevando a cabo 
este trabajo de rehabilitación con el interno ya que el simple aislamiento social no es suficiente. 

A modo de resumen para concluir este epígrafe, cabe destacar que estos programas de 
rehabilitación y reinserción no son suficientes para que no ocurra el proceso de prisionización 
o, al menos, con tal intensidad que pueda afectar a la posterior reinserción, sin embargo son 
una condición necesaria para ello. Los reclusos/as que pasan por estos programas consiguen 
disminuir los efectos que pueda tener el proceso de adaptación a la subcultura carcelaria en su 
propia identidad e, incluso, tratar de trabajar aquellas conductas que le empujaron a llevar a 
cabo algún comportamiento delictivo. 

EL PROCESO DE VICTIMIZACIÓN PENITENCIARIA 

I. La victimización en la población penitenciaria   

La victimización penitenciaria engloba más allá del proceso de adaptación penitenciaria 
que venimos mencionando bajo el término de prisionización. Para ahondar en el significado de 
este término, así como las implicaciones que este supone, vamos a comenzar por definir al 
mismo. De forma general, la victimización se entiende como el proceso en virtud del cual 
cualquier persona o grupo llega a convertirse en víctima, existiendo diferentes niveles en 
función del sujeto activo: victimización primaria, secundaria y terciaria (Morillas Fernández, 
2016). Por ello, al hacer referencia al término de victimización penitenciaria, redireccionamos 
este proceso hacia una población diana concreta, en este caso la población penitenciaria. 

En primer lugar, la victimización primaria hace referencia al proceso por el que un 
recluso/a experimenta, tanto de forma directa como indirecta, aquellos efectos que se derivan 
como resultado de un comportamiento delictivo o suceso traumático acometido por otra 
persona (Caravaca Sánchez, 2013). Al poner nuestro foco de interés sobre todo aquello que 
engloba a las instituciones penitenciarias, estaríamos hablando de aquellos comportamientos 
delictivos que se cometen dentro de la propia prisión en los que, como señala el Colegio Oficial 
de Criminólogos de Madrid en palabras de Santos López (2022), el victimario pasa a 
convertirse en la nueva víctima. Por ejemplo, dentro de este término se pueden englobar 
aquellos actos de agresión física que ocurren dentro un módulo a manos de un recluso/a contra 
otro compañero. 
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Por otro lado, la victimización secundaria abarca todos los costes personales que se 
generan por la intervención del sistema judicial y que, incrementa significativamente los daños 
que ya se habían causado por la comisión del delito (Morillas Fernández, 2016). De esta forma, 
el daño no deriva del propio delito sino que es la respuesta del Estado para proceder a investigar 
y tratar de poner justicia a un acto delictivo la que aumenta el daño de la víctima, ya sea por 
tener que revivir el delito, por ser cuestionada por las partes legales, etc. Esto también ocurre 
dentro del entorno carcelario, como puede ser el caso de un recluso/a que denuncia un acto 
delictivo cometido contra él pero, la respuesta por parte de los profesionales penitenciarios es 
inadecuada debido a la relación de superioridad que se ha establecido entre ellos con el ingreso 
en prisión. Este término adquiere especial relevancia en aquellos delitos de violencia de género 
o cualquier abuso que se haya podido cometer contra alguno de los reclusos/as. De forma 
general, en estas situaciones en las que la víctima se encuentra en una situación de 
vulnerabilidad extrema, el sistema legal adopta una intervención desde la menor delicadeza 
posible, dando así lugar a un proceso de revictimización en el que la víctima siente una 
incomprensión derivada de la excesiva burocratización del sistema (Morillas Fernández, 2016). 

Otro caso, sin ir más lejos, es el que actúa como tema principal de este trabajo, la 
victimización institucional o prisionización. Aquellos individuos que adoptan un 
comportamiento socialmente desviado y son castigados por ello con una pena privativa de 
libertad, acaban convirtiéndose en las propias víctimas del sistema penitenciario. Es decir, el 
ingreso en prisión genera una serie de efectos psicológicos y sociales, así como las condiciones 
que caracterizan estos centros y donde los derechos legalmente reconocidos estos se rebajan a 
un segundo plano, llegando a eliminar así su propia identidad individual e impidiendo la 
posterior reinserción. 

En último lugar, la victimización terciaria se refiere a todas las consecuencias sociales 
que se derivan de la penalización del acto delictivo, tanto el mismo autor como personas que 
se encuentren dentro de su red de apoyo (Landrove Díaz, 1998). En el ámbito penitenciario, 
esta victimización se asemejaría a la teoría del etiquetado o etiquetado social, siendo así la 
etiqueta de delincuente la que genera el proceso de victimización. Por ejemplo, no es de 
extrañar que, un individuo que ya ha cumplido la pena de prisión por el delito cometido, una 
vez se encuentre reinsertado socialmente, sea objeto de estigmatización desde el sistema social 
por el simple hecho de pertenecer al colectivo de exreclusos/as, como puede ocurrir cuando 
tratan de reincorporarse al mercado laboral. Asimismo, también puede ocurrir esta 
estigmatización de forma indirecta en relación a todas aquellas personas que se asocian al 
mismo, principalmente los familiares como consecuencia de su vinculación familiar. 

La principal diferencia entre estas formas de victimización existentes radica en su 
origen, siendo así el origen las consecuencias directas de la comisión del hecho delictiva para 
la victimización primaria, las consecuencias indirectas por la intervención del Estado para 
perseguir el mismo en el caso de la victimización secundaria y, en último lugar, de los prejuicios 
y las normas sociales del sistema social en el caso de la victimización terciaria.  

Se trata de un proceso circular y continuo, pudiendo percibirse como un bucle constante 
ya que, a pesar de que no siempre debe ocurrir la victimización primaria dentro del 
establecimiento penitenciario, la persona que comete un acto delictivo y es ingresada en 
prisión, acabará experimentando los efectos de la victimización secundaria y terciaria. Es decir, 
el simple ingreso en prisión ya convierte al individuo en víctima de la institución penitenciaria 
al ocurrir el proceso de prisionización que acaba empujando al interno a definirse en primer 
lugar como parte de la población penitenciaria. Una vez cumplida la condena en prisión y 
habiendo sido devuelvo al entorno social del que fue aislado, comenzaría la victimización 
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terciaria al ser objeto de un juicio social por parte de la sociedad. Esta sensación de 
discriminación y rechazo social influiría significativamente en el individuo, de forma que las 
probabilidades de que vuelva a delinquir son muy elevadas.  

Por todo lo citado anteriormente, a pesar de que se regule legalmente el desarrollo y 
funcionamiento de la pena privativa de libertad, el ingreso en prisión no únicamente condena 
a la privación del derecho a la libertad sino que, perpetua un ciclo de marginalización y 
victimización para el propio recluso/a, logrando así generar un sentimiento de frustración que 
finalizará con una reincidencia (Caravaca Sánchez, 2013). Esta reincidencia hace referencia 
principalmente a la tendencia del sujeto a repetir los mismos comportamientos delictivos que 
en algún momento le llevaron al ingreso en prisión o, incluso nuevos actos delictivos, dando 
así lugar a lo que se define por varios autores como carrera criminal (Redondo y Luque, 1999). 
Esto no implica que el individuo lleve la delincuencia y la criminalidad como algo innato a su 
ser sino que, son las circunstancias sociales las que le obligan a adoptar esta dirección pues, en 
cierto modo, se puede considerar como un impedimento y bloqueo de la sociedad para poder 
adoptar los patrones normativos que rigen el sistema social. 

A modo de resumen y, como expresa Santos López (2022), aunque el recluso/a 
comienza su paso por prisión como victimario, es probable que llegue a convertirse en la propia 
víctima, llegando a sufrir cada forma de victimización que hemos visto, con graves 
repercusiones para su identidad individual y psicológica. En este sentido, estas repercusiones 
son las que mayor impacto tienen en el proceso de rehabilitación y reinserción social del 
individuo, dificultando e incluso, casi imposibilitando, su retorno a la comunidad social. 

II. Propuestas de mejora para reducir la prisionización 

Al realizar un análisis bibliográfico y tomando como referencia los datos aportados 
acerca de las cifras de la población penitenciaria recogidas por los informes estadísticos 
elaborados por el Ministerio del Interior, se puede observar que esta ha experimentado una 
ligera disminución en comparación con el año 2015, siendo actualmente de aproximadamente 
46.000 internos (Ministerio del Interior, 2023). A pesar de que esta cifra no resulta alarmante 
ya que se ha podido observar un pequeño cambio en comparación con años atrás, caben 
destacar una gran cantidad de deficiencias que presenta el sistema penitenciario español, siendo 
necesario realizar una revisión a fin de mejorar el mismo. 
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Gráfico 1. Evolución anual del volumen de la población penitenciaria hasta el año 2022. 
Fuente: Informe General de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias (2022). 

La prisionización como definición fue acuñada hace relativamente muy poco en el 
tiempo por lo que, son varias las investigaciones actuales que se dedican a estudiar diferentes 
formas y estrategias para poder prevenir este fenómeno o, al menos, que su impacto sea menor 
en relación a la posterior reinserción social. Asimismo, para poder logar una reinserción 
exitosa, estas estrategias de prevención deben contemplar tanto aspectos de la vida en prisión 
como de la vida posterior al mismo, una vez se ha retornado al entorno social. 

En primer lugar y para comenzar a hablar de las distintas estrategias dentro de los 
centros penitenciarios españoles, existen una variedad de programas destinados a la 
rehabilitación de los reclusos/as. Sin embargo, la falta de recursos materiales y económicos a 
la que tienen que hacer frente los distintos centros, obliga a estos programas a no obtener las 
tasas de reinserción que se esperaban en un principio. Esta dualidad entre la teoría y la realidad 
deriva en que, por un lado, no existan suficientes programas de tratamiento en comparación 
con la cantidad de reclusos/as que son asignados a cada módulo y a cada prisión. De esta forma, 
los propios profesionales son los encargados de elegir qué internos podrán asistir y beneficiarse 
de los mismos, siendo estos considerados como privilegiados (Rodríguez López, 2019). No 
podemos hablar de un fin reeducador y resocializador del sistema penitenciario español si no 
se puede asegurar el mismo para todos los individuos que conforman la población 
penitenciaria, sin existir la posibilidad de realizar excepciones.  

En esta misma línea y, como resultado derivado de esta escasez de recursos materiales, 
también surge una escasez de recursos humanos, siendo así insuficiente el número de 
profesionales que gestionan la impartición de estos programas de tratamiento. Es por ello por 
lo que, a fin de aumentar significativamente las tasas de éxitos de estos programas, autores 
como Arroyo (2011) recalcan la necesidad de aumentar el número de profesionales, además de 
llevar a cabo un trabajo previo de especialización con los mismos, a fin de que puedan 
contribuir en la reinserción y reeducación de los reclusos/as. Esta especialización debe ir 
enfocada a que los guardias de las prisiones sean capaces de realizar un trabajo de gestión 
humanitaria y de derechos humanos, pudiendo actuar desde un rol igualitario al recluso/a y no 
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desde la superioridad como ocurre en muchos casos. Así, los individuos dejarán de verse como 
sujetos encerrados para comenzar a ver este periodo de tiempo como un periodo de aprendizaje 
a poder convivir socialmente. 

Estas propuestas de mejora tienen que venir dadas, en primer lugar, desde las estructuras 
estatales, ya que son estas quienes poseen la potestad y autoridad para poder implementar 
cambios estructurales en una dirección rehabilitadora. Asimismo y de forma indirecta, adquiere 
un papel crucial la influencia social de forma que, si estos muestran descontento con las 
reformas penitenciarias, es probable que los rangos estatales no actúen a fin de mantener estable 
el equilibrio social. Por ello, es necesario también poner el foco principal en la realización y 
distribución de campañas de sensibilización social con el fin de evitar que, una vez que los 
reclusos/as cumplen el periodo de encarcelamiento, sean víctimas de actos discriminatorios por 
la única razón de haber pertenecido al colectivo penitenciario (Arroyo, 2011). No son escasas 
las noticias en las que gran parte de la sociedad ha manifestado su descontento ya que, las 
celdas de algunas prisiones incluían varios muebles de disfrute, más allá de una simple cama, 
como puede ser una televisión. Existe una creencia errónea en nuestro sistema social sobre la 
finalidad de la prisión y es que, frecuentemente se confunde el castigo con la resocialización 
de los reclusos/as. Estas consecuencias sociales negativas no tienen ninguna otra finalidad más 
que agravar el proceso de prisionización al que han sido sometidos los reclusos/as debido al 
paso por prisión.  

Por otro lado, al igual que ocurre con personas que padecen algún tipo de problema de 
salud mental o psicosocial, la terapia adquiere una gran relevancia para poder llevar a cabo un 
exitoso trabajo de reinserción, especialmente para amortiguar todas las consecuencias que 
hemos mencionado previamente. No se trata únicamente de realizar un trabajo individualizado 
de apoyo y acompañamiento con los reclusos/as sino que, también es importante realizar 
sesiones terapéuticas grupales con reclusos/as que puedan tener ciertos aspectos en común, así 
como talleres o actividades de rehabilitación, tales como debate, cine, relajación, expresión 
emocional, etc. Es importante tener en cuenta el carácter social de las mismas, con la intención 
de que el recluso/a pueda explorar y forjar nuevos lazos sociales con otras personas iguales a 
él, siendo además en el contexto de un taller y no en el de una celda dentro de la prisión.  

Los vínculos afectivos y sociales y, el apoyo social que ellos suponen, son 
fundamentales para que la persona no pierda completamente su identidad. En algunos casos, 
puede ser que el individuo se vea envuelto en unas características ambientales donde carece de 
apoyo familiar o grupo de iguales o, que estén presentes pero no puedan acudir a las visitas por 
cualquier otro motivo. En estos casos, en los que las personas no tienen ningún tipo de contacto 
con el mundo exterior, se comienza a generar un sentimiento de soledad y desesperanza por lo 
que, una forma para intervenir y prevenir estas consecuencias, sería generar una fuente de 
apoyo externa. Actualmente, existen muchas propuestas de voluntariados en los que, los 
reclusos/as pueden recibir cartas de personas del mundo exterior, pueden entablar 
videollamadas e incluso visitas con las mismas, pueden realizar una vez más avanzados en la 
condena diferentes salidas de ocio con personas que no formen parte del centro penitenciario, 
etc. Son cada vez más las propuestas que se van generando y que, en cierto modo, ayudan a la 
sensibilización social de la que veníamos hablando previamente.  

Todas estas propuestas que hemos mencionado y que tienen lugar dentro del centro 
penitenciario, se centran en asemejar lo máximo posible la vida en prisión a la vida en libertad 
ya que, al final, el paso por prisión se fundamenta en la reinserción social de la persona. De 
nada tendría sentido realizar un trabajo de aprendizaje para que el individuo se adapte a unas 
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normas y valores en relación al entorno penitenciario si, una vez abandonase el mismo, el 
entorno al que se enfrenta es completamente distinto.  

Existen otras formas de reducir el impacto que la prisionización puede tener en la vida 
de las personas y que, actúan como forma alternativa al ingreso en prisión, evitando así que el 
individuo se someta a estos patrones que distan de la realidad exterior. La Ley Orgánica 1/2015, 
de 30 de marzo, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal (LO. 1/2015) actúa como fundamento legislativo para la aplicación de diferentes 
sanciones alternativas para que, el individuo pueda evitar el ingreso penitenciario, 
minimizando así los efectos de la prisionización, siendo estas la sustitución y la suspensión de 
las penas privativas de libertad. No obstante, esta última reforma penal incluye la sustitución 
como alternativa a la prisión dentro del catálogo de medidas de suspensión de las penas 
privativas de libertad, considerándose actualmente como tal. 

En primer lugar, la medida de sustitución de la pena se regula en el artículo 89 de este 
mismo Código (LO. 1/2015), siendo así posible la aplicación de la misma para aquellas penas 
no superiores a dos años de manera excepcional, pudiendo ser sustituida por una sanción 
económica como la sanción de multa o, una sanción a través de la realización de labores 
sociales conocida como sanción de trabajo en beneficio de la comunidad, acordándose ambas 
de forma previa a la ejecución de la pena (Ríos Martín, 2014). Para que estas medidas puedan 
contemplarse para su aplicación, el juez hará una valoración profunda de cada caso particular, 
comprobando así que se cumplen los requisitos, es decir, además del requisito de tiempo, debe 
ser la primera vez que el sujeto haya sido condenado a una sanción penal y observarse en el 
mismo una ausencia de peligrosidad criminal para que no suponga un peligro para la sociedad 
(Salinero et al., 2017). 

Por otro lado, la medida de suspensión de la pena, regulada en el artículo 80 del mismo 
Código (LO. 1/2015), establece la posibilidad de suspender la ejecución de la sanción privativa 
de libertad, sin que el individuo deba ingresar en prisión, durante un periodo de tiempo 
determinado. De igual forma, para poder aplicarse esta medida, el juez deberá valorar cada 
caso de forma particular, siendo así necesario que el individuo no haya sido condenado 
previamente a una sanción penal, sin ser relevante para ello previas condenas por delitos leves, 
que la condena privativa de libertad no supere los dos años, que haya satisfecho la 
responsabilidad civil y, desde el criterio subjetivo del juez, que las circunstancias que engloban 
al hecho como al autor no denoten una elevada peligrosidad criminal (Salinero et al., 2017). 
Tal como recoge la legislación penal y, como explica Ríos Martín (2014), el juez establecerá 
un periodo de tiempo en el que el individuo podrá permanecer en la sociedad pero, durante este 
periodo deberá cumplir con las condiciones que se le hayan impuesto, como puede ser la 
prohibición de mantener un contacto con ciertas personas o de acudir a determinados lugares, 
en caso contrario, se procederá al ingreso del mismo en prisión de forma inmediata. 

A diferencia de la anterior alternativa, no se trata de aplicar una medida de menor 
lesividad que pueda sustituir el ingreso en prisión sino que, directamente se procede a 
suspender este. Sin embargo, tanto la sustitución como la suspensión de la pena privativa de 
libertad son alternativas razonables que se ajustan a la realidad de aquellas penas de corta 
duración. Desde el momento en que una persona ingresa en prisión ya se comienzan a producir 
ciertos efectos sobre la identidad individual por lo que, a fin de evitar que aquellos individuos 
se enfrenten a un periodo de corto tiempo pero de caracterizado por unos cambios y 
modificaciones de elevada intensidad en su personalidad, se proponen estas alternativas que 
favorecen la rehabilitación y reinserción de los mismos. 
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Son varias las deficiencias y carencias que el sistema penitenciario español presenta en 
relación al encarcelamiento de los individuos y es que, la escasez de recursos, la falta de 
profesionales y de profesionales especializados, la falta de sensibilización social, etc. hacen 
que el foco de la sanción penal se desplace hacia el simple castigo de los individuos, sin 
importar las condiciones a las que hacen frente. Todas estas mejoras que se han mencionado 
comparten una misma finalidad, siendo esta la de reducir al máximo posible el impacto 
negativo que puede tener la prisionización para la identidad individual del recluso/a e, incluso, 
en algunos casos, evitar los mismos a través de alternativas al ingreso en prisión. En este 
sentido, es necesaria realizar una análisis a la política penitenciaria para poder reformar la 
misma y, volver a poner el foco de atención en el fin resocializador y rehabilitador de la prisión. 

CONCLUSIONES 

La prisionización, entendida como el proceso de adaptación y asimilación en el que, el 
recluso/a se desprende de los patrones comportamentales normativos para internalizar todo 
aquello que envuelve a la subcultura carcelaria (Clemmer, 1958), es uno de los fenómenos que 
más interés ha despertado en los últimos años dentro de la doctrina penitenciaria.  

El modelo resocializador que recoge y defiende la normativa legal española fundamenta 
el uso de la pena privativa de libertad con el fin último de lograr la reeducación, readaptación 
y reinserción social de los reclusos/as (Zaffaroni, 1991). Sin ir más lejos, el principio 
constitucional recogido en el artículo 25.2 de la Constitución Española de 1978, siendo esta la 
norma suprema del ordenamiento jurídico español, defiende el respeto a los derechos de los 
reclusos/as, con excepción de los que se vean afectados por la propia privación de libertad, así 
como el fin rehabilitador y reeducador. Sin embargo, existe una manifiesta dualidad entre la 
teoría y la práctica ya que, se busca realizar un trabajo de aprendizaje con los reclusos/as para 
poder aprender a vivir en sociedad a través del uso del aislamiento social, apartándole de la 
misma sociedad en la que deberá vivir posteriormente. Esto puede percibirse como paradójico 
ya que, ¿cómo va a ser la propia prisión quién impida la reinserción de los reclusos/as?  

Tomando como referencia toda la información recopilada, se pone en evidencia la 
variedad de efectos negativos y significativos que tiene el simple paso por prisión para cada 
uno de los individuos que conforman la población penitenciaria, siendo así de mayor dificultad 
su posterior reinserción social. Como se ha ido señalando a lo largo de varios apartados de este 
trabajo, estos efectos que afectan a la personalidad del individuo acaban siendo perjudiciales 
para distintos ámbitos de la vida del mismo.  

Por un lado, el ámbito que más afectado resulta sería la esfera psicológica del individuo, 
la cual se ve gravemente alterada llegando incluso a exterminar la identidad individual de este. 
El cambio que supone pasar del entorno social, donde se vive en convivencia e interacción 
continua con la red de apoyo social, a un entorno penitenciario, caracterizado por la vigilancia 
constante, privación del derecho a la intimidad, agresividad… supone el comienzo de un 
periodo de inestabilidad y temor para el recluso/a ya que, se trata de un entorno desconocido. 
Esta falta de conocimiento hace que el recluso/a experimente un preocupante aumento en los 
niveles de ansiedad y estrés, los cuales acaban derivando en una serie de alteraciones 
sensoriales que afectan a los cinco órganos de los sentidos. No obstante, estos efectos van más 
allá de ello ya que, el propio aislamiento social es causa del fenómeno de despersonalización 
y mortificación del yo a través del cual, el individuo acaba difumando los límites de su 
identidad para comenzar a percibirse únicamente como uno de los recluso/a que conforman la 
población penitenciaria. 
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Esta pérdida de identidad se ve mayoritariamente afectada por la falta de concienciación 
social entre la sociedad, existiendo así una alta estigmatización hacia este colectivo concreto. 
En este sentido, entra en juego la etiqueta social que se le otorga a la persona que ha cumplido 
el periodo de privación de libertad y se reinserta en la sociedad, justificándose así el 
acometimiento de actos discriminatorios contra este colectivo, que no necesariamente ocurren 
de forma directa. Como veníamos mencionado, el simple hecho de rechazar a un candidato 
para un puesto de trabajo por haber sido parte en algún momento de su vida de este colectivo 
penitenciario, tiene una mayor trascendencia e impacto en la identidad del individuo del que 
podemos pensar. Si la propia persona, una vez se encuentra ya reinsertada en la sociedad, 
percibe que el resto del mundo le juzga a través de la creencia social de que, un exrecluso/a 
siempre formará parte de las instituciones penitenciarias, él mismo acabará adoptando este rol 
de interno en cualquier ámbito de su vida, llegando así a volver a alejarse de las estructuras 
normativas que rigen la sociedad. 

En relación a este ámbito social, también cabe destacar la importancia de las relaciones 
sociales, las cuales frecuentemente se ven quebrantadas como consecuencia de este aislamiento 
del mundo exterior. En muchas ocasiones, las personas que acaban adoptando un 
comportamiento delictivo no cuentan con una fuerte red de apoyo social, por no decir que en 
algunos casos resulta incluso inexistente. Aquellas personas que si mantienen algunos vínculos 
sociales, se enfrentan a grandes dificultades ya que, el régimen penitenciario controla tanto la 
vida del individuo como estas conexiones. Es decir, se rigen unos horarios de visitas así como 
de teléfono, en una sala concreta y de una forma concreta por lo que, esto puede llegar a ser 
agotador dificultando así el mantenimiento de las mismas.  

No obstante, todos estos efectos no surgen con tal intensidad únicamente como 
consecuencia del ingreso en prisión. En este sentido, la entrada en prisión ya supone una serie 
de alteraciones en la personalidad del individuo pero, existen una gran variedad de factores que 
aumentan la vulnerabilidad de la persona a sufrir una mayor victimización. Este término 
engloba al proceso en virtud del cual, cualquier persona o colectivo llega a convertirse en 
víctima (Morillas Fernández, 2016), siendo así la prisionización una forma de victimización 
institucional o secundaria a través de la cual, los reclusos/as se convierten en víctimas del 
sistema penitenciario español.  

En este sentido, para que el paso por prisión se experimente como una experiencia de 
mayor vulnerabilidad, aumentando en la misma línea los efectos perjudiciales que se generan, 
son varios los factores que influyen y que se deben tener en cuenta para futuras investigaciones. 
Si adoptamos una perspectiva histórica y nos adentramos en la historia penal y penitenciario 
de hace varios años atrás, no es extraño encontrar unas condiciones ambientales que envolvían 
a la prisión en su forma más denigrante posible. En esta época, no se tenía ninguna 
preocupación porque las condiciones de higiene y cuidado de las prisiones cumpliesen los 
estándares mínimos para vivir. Con el tiempo esto ha ido evolucionando incluso 
legislativamente pues, actualmente existen varios preceptos legales que regulan y defienden el 
mantenimiento, tanto de las prisiones como de los espacios comunes que conforman las 
instituciones penitenciarias, a fin de respetar el derecho a una vida digna de los reclusos/as. Sin 
embargo, que la situación haya mejorado no quiere decir que se hayan resuelto todas las 
carencias que se habían detectado pues, todavía queda mucho por desear. 

En esta misma línea, hemos mencionado los espacios comunes de la prisión lo que hace 
ver que, por el contrario, son escasos los espacios privados en los que el interno puede estar en 
soledad durante algún momento del encarcelamiento. Además, a ello se suma el hacinamiento 
o la ocupación excesiva de internos dentro de una prisión, llegando a superar la capacidad 
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máxima establecida (Altamirano, 2013). Así, el recluso/a se ve obligado a mantener unas 
interacciones sociales forzadas, lo que acaba repercutiendo significativamente en su salud 
mental. 

Por otro lado, el uso de la pena privativa de libertad como sanción por la comisión del 
delito no se basa únicamente en el aislamiento social del interno si no que, dentro de la prisión 
se imparten una gran variedad de programas de tratamiento y rehabilitación para ayudar así a 
facilitar el proceso de reinserción social de la población penitenciaria. A pesar de que las tasas 
de éxito de estos programas no sean del todo deficientes y que, incluso la cifra de reincidencia 
no sea alarmante, continúan existiendo una gran cantidad de necesidades a cubrir para poder 
acercarnos más al objetivo penitenciario. En relación a estos programas, la cantidad de recursos 
que se destinan a los centros penitenciarios resulta insuficiente, haciéndose así ver una escasez 
de recursos materiales, económicos y humanos, que impiden que todos los reclusos/as puedan 
ser partícipes en estos programas de tratamiento y, incluso, que no exista personal capacitado 
para intervenir en estos. Todo ello empuja al individuo a llevar a cabo un proceso de adaptación 
a la subcultura carcelaria deficitario, impidiendo y dificultando su posterior retorno a la 
comunidad social.  

Una vez expuesto todo lo anterior y, a modo de conclusión, la prisionización es un 
fenómeno de naturaleza diversa y compleja que, afecta de forma significativa a la reinserción 
de los reclusos/as. Para poder paliar estos efectos negativos que genera en la personalidad del 
individuo, es importante comenzar por una reforma integral del sistema penitenciario español, 
siendo impulsadas por los eslabones estatales de la sociedad. Esta reforma política debe 
enfocarse principalmente en mejorar las condiciones de las prisiones, así como un aumento de 
los recursos destinados a las prisiones españolas, a fin de aumentar la disponibilidad y calidad 
de estos programas de tratamiento y rehabilitación. 

Sin embargo, esta reforma política no se llegará ni a plantear si no se comienza por una 
sensibilización social ya que, de nada sirve que la sociedad se muestre contraria ello. Existe un 
arraigada estigmatización social dentro de nuestra sociedad en cuanto al colectivo penitenciario 
se trata de forma que, se deberían impulsar campañas de concienciación y sensibilización a fin 
de terminar con estas actitudes discriminatorias que acaban dificultando en sí mismo la 
reinserción de los individuos. El ámbito social es uno de los más importantes en la vida de 
cualquier individuo, como seres sociales que somos, por lo que adquiere especial relevancia la 
necesidad de fomentar el apoyo social, tanto de personas cercanas al interno como de la 
sociedad en sí mismo, a fin de reducir los casos de reincidencia.  

Por todo ello, es necesario realizar una reforma penitenciaria desde una perspectiva 
integral y multidisciplinar, comenzando por concienciar a la sociedad para, lograr así el apoyo 
de la misma de cara a las propuestas estatales en relación a las mejoras penitenciarias. Solo así 
se podrá lograr disminuir al mínimo los efectos negativos que puede producir el paso por 
prisión y, lograr así una realista reeducación y reinserción social, contribuyendo a generar una 
sociedad más cohesionada y justa. 
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